
I. RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

BARGELLONA, Pietro-, HART, Dieter, y Müc-
KENBERGER, Ulrich: L'educazione del
giurista. Ed. De Donato, Barí, 1973.

Con el título genérico de la educación
iel jurista, re engloban cinco ensayos
ie los profesores BARCELLONA, catedrático
ie la Universidad de Catania; HART,
lyudante en el Instituto de Derecho
ie la Economía en la Universidad de
Uoethe, y MÜGKENBERGER, responsable
ie la Revista «Kritische Justiz». Los cin-
;o temas, pueden ser perfectamente en-
?lobados bajo dicho título que consti-
!uye precisamente el ensayo introduc-
;orio del profesor BARCELLONA.

El problema que se destaca en el li-
sro es el de situar políticamente las
musas de la crisis que sufre hoy el
Derecho y, por extensión, los juristas.
il actual descrédito y • la pérdida de
.denudad, consecuencia fundamental-
mente de la transformación de una so-
ledad neocapitalista, y que tiene sus
;ausas mas inmediatas en la concentra-
ron de capital y en el trasvase de nú-
:leos de poder y de funciones estatales
3n manos de grupos sociales particu-
lares, supone barrenar los conceptos
:lásicos del Derecho privado tradicio-
nal, especialmente su última médula,
:onstituida por la autonomía de la vo-
luntad.

Las condiciones generales de la con-
xatación, la sociedad por acciones es-
pecialmente la multinacional, la acción
xracertada, los cada vez más borrosos
perfiles de la separación entre Estado
/ sociedad, etc., supone la necesidad
ie arbitrar nuevas respuestas por par-

te de los juristas para enmarcar debi-
damente el papel que les corresponde.
En este sentido los tres profesores des-
montan punto por punto las que clá-
sicamente se han venido dando a estas
cuestiones, ofreciendo a su vez un pa-
norama nuevo.

I. En el primer ensayo, que consti-
tuye una parcial reelaboración de tres
lecciones tenidas en la Universidad de
Bari, BARCELLONA comienza por estable-
cer el lugar exacto donde se encuen-
tra el Derecho tal como se explica en
las Facultades. En concreto califica de
carácter legendario el Derecho que se
enseña, mostrando como enteros secto-
res del Derecho privado no se aplican,
imponiéndose la justicia particular del
más fuerte a través de la contratación
en masa y de la misma estructura del
contrato.

Para hacerlo estudia cada respuesta
dada.

Así, mediante un análisis de la Juris-
prudencia demuestra la contradicción
de aquel sector que considera que ia
actual crisis del Derecho es debida a
la doctrina que mirando demasiado alto
ha perdido el contacto con la base.

Otra respuesta que se ha dado con-
siste en afirmar que el jurista debe ser
un ingeniero social que prácticamente
haría la competencia al sociólogo. Ello
corresponde a una visión que pretende
«redescubrir» cómo la dimensión jurí-
dica coincide con la social, perdiéndose
en definitiva en un iusnaturalismo o
un sociologismo que no acaba de expli-
car y sí termina por esconder la res-
puesta. Incluso para reforzar su con-
testación, BARCELLONA pone numerosos
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ejemplos, demostrando que la diferec-
ción tecnológica desemboca en un tó-
pico absolutamente inalcanzable, con-
cluyendo: 'Basta mirar alrededor su-
perficialmente para convencerse de que
existen- al menos dos diversas socieda-
des: La sociedad, o. grupos sociales, que
tienen puesto todo su interés en que
el Derecho desarrolle una función mar-
ginal, guardando al sistema, sin pene-
trar en ¡a política del empresario, sin
ejercitar ningún control sobre el modo
en que vienen desarrollados los servi-
cios públicos, etc. Y en el polo opues-
to la otra sociedad, aquella de la que
nace la demanda de una nueva Justi-
cia, para los oprimidos, los desposeí-
dos, etc.*

Otra respuesta típica que se ha veni-
do dando, ha consistido en afirmar que
entre Política y Derecho existe hoy un
gran alejamiento, de forma que el ju-
rista debe encontrar de nuevo la liga-
zón entre ambos. BARCEIXONA hace pa-
tente cómo con los modos que se ha
hecho, los sustentadores de esta teoría
se han quedado a mitad de camino,
especialmente en lo que se refiere a
la sustitución del papel del juez, que
quedaría al servicio de las fuerzas do-
minantes.

¿Qué significado tiene entonces la
cultura jurídica? Prácticamente ence-
rrarse en un círculo vicioso. Efectiva-
mente los conceptos jurídicos cumplen
una doble función: Comprender el sis-
tema jurídico y comprender la reali-
dad. El problema está en qué la ciencia
jurídica, como sistema que busque un
denominador común con el que se in-
tenta una reconstrucción de la vida del
hombre en sus diferentes posiciones ju-
rídicas, implica siempre un proceso sub-
jetivo, ya que el procedimiento de ge-
neralización abstracta presupone siem-
pre una toma de posición «expresiva de
la específica colocación histórica» y del
•tipo de base económica».

En realidad, concluye BARCELLONA, <e
utiliza una mecánica viciosa a la hora
de subsumir un hecho en el tipo: «Co-
nocemos las normas mediante concep-

tos elaborados aparentemente mediante
el análisis de la norma», con lo que
se produce una manipulación del he-
cho, de ahí que la ciencia jurídica pre-
sente la lógica como un modelo de or-
ganización social donde lo que funda-
mentalmente cuenta son los conceptos
y las normas, condescendiendo al aná-
lisis de las relaciones materiales tan
solo para intentar convalidar posterior-
mente las propias tesis. Consecuente-
mente, el razonamiento jurídico es sus-
tancialmente tautológico.

¿Por qué siguen los. juristas esta lí-
nea? Según indica BARCELLOHA en otro
caso tendrían que meterse de lleno en
política, ética y práctica, incluyendo el
poner en duda la propia autonomía de
la ciencia jurídica.

En el fondo late una distinción entre
teoría y práctica que es un lastre con-
secuencia de la enseñanza implantada
en las Facultades, concebida en la ma-
yoría de. los casos como simple transmi-
sión de informaciones. De ahi que na-
turalmente «sólo operando a nivel ie
la formación de los juristas es posible
romper el círculo mágico», postulando
que «dada la miseria de la ciencia ju-
rídica de nuestra época es necesario
justamente una ciencia de la miseria»
(WIETHOLTEB).

En conclusión, para BARCELLONA la res-
puesta a la crisis se halla en una de-
bida utilización del método dialéctico.
«La superación del mundo tradicional
de hacer cultura jurídica no puede re-
solverse en una diferente reconstrucción
del sistema, sino que debe ser la re-
nuncia del sistema».

II. Abundando en la línea expuesta,
MÜCKENBERGER y HART explican cómo
las propias categorías del Derecho pri-
vado sometidas a las nuevas tensiones
neocapitalistas han conducido a este
sistema de contradicciones. El derecho
de propiedad se ha transformado en
un derecho de apropiación y el reflejo
en el campo público se halla en la
constatación de que el Estado ha cam-
biado sus funciones. Cronológicamente
señalan cómo el principio palpable de
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este cambio se halla en la crisis de
1929-1930.

El capitalismo monopolista cambia
las relaciones entre Estado, Derecho y
Economía, produciéndose un desplaza-
miento de los centros de poder incluso
en su aspecto formal mediante la en-
trega de funciones típicamente estata-
les a determinados grupos sociales, pro-
duciéndose en consecuencia una desju-
ridificación.

En definitiva, las funciones regulado-
ras del Derecho privado vienen en gran
medida suplantadas, instaurándose una
justicia privada a cuyo sostenimiento
no es ajena la función ideológica que
viene desempeñando la Universidad.

III. En el tercer ensayo se intenta
demostrar el significado de la negación
de la realidad. MÜCKENBERGER especifica
su intención de reaccionar a las ense-
ñanzas tradicionales, especialmente en
la quü se refiere al punto de la eleva-
ción del modelo del mercado al modelo
social. De otra parte el teórico proble-
ma entre autonomía y coacción es estu-
diado paso a paso a través de un deta-
llado análisis de textos de FLUME y
NIPPERDEV y para demostrar el carácter
histórico y no dogmático de los con-
ceptos realiza una historia de la insti-
tución contractual, en la que muestra
el peligro de congelar conceptos abs-
tractos desconectándolos de la realidad
material.

El ensayo concluye con el análisis de
la lógica de PALMSTROM y el modo de
operar de la lógica jurídica, especial-
mente el tema de «regla y excepción»,
mediante el cual normalmente se pre-
tende construir jurídicamente en un
sistema cerrado, aparentemente sin nin-
gún fallo lógico, en el que se incluyen
las propias fracturas de tal sistema.

IV. Se procede a un estudio jurídico
del papel del juez como arbitro en las
controversias económicas a través de la.
Jurisprudencia de las condiciones gene-
rales de la contratación. «La autonomía
privada que una vez era el presupues-
to natural del modelo de comportamien-
to, pasa a ser un postulado a realizar

y, por tanto, un criterio para la deci-
sión.»

En definitiva, la transformación de
problemas netamente económicos en ju-
rídicos exige una mayor ductilidad en
ua ltilización de la buena fe y de los
medios de comunicación de masas.

V. Su título es muy significativo:
«un falso dilema, libertad o coacción».
Partiendo de un desfase entre la rea-
lidad y los principios normativos, pone
BARCELLONA dé manifiesto la siguiente
paradoja: «De una parte la libertad
contractual para existir como princi-
pio normativo debe ignorar la dispari-
dad de poder existente en la realidad;
de otra parte para no reducirse a una
fórmula vacía necesita restricciones le-
gales.» Utiliza expresamente textos del
Código Civil. Tratados internacionales y
de la legislación especial para demos-
trar tal realidad.

Sobre este tema, la doctrina ha pro-
ducido gran cantidad de trabajos pu-
diéndose reducir a dos las posiciones
más significativas. De una parte el con-
ceptualismo, según el cual, la distorsión
del sistema, debida a estas cláusulas
generales, no es imputable al mismo y,
además, tiene carácter excepcional. De
otra parte el realismo, con diferentes
posturas, que concluyen con «una dila-
tación de la figura contractual e implí-
citamente de la autonomía privada».

Por último, se estudia el carácter de
la intervención del Estado en la solu-
ción de estos problemas, que si bien
tiene un matiz ambiguo, en los ámbi-
tos no reservados a la autonomía inte-
lectual refleja «el carácter inmediata-
mente social del conflicto».

José Eugenio SORIANO

BRECHT, Bertold: £1 compromiso, en li-
teratura y en arte. Ed. Península, Co-
lección «Historia, Ciencia, Sociedad»,
número 102, Barcelona, 1973, 448 pp.

Conocíamos la honda critica contra
el Derecho de B. BRECHT, lanzada a tra-
vés de su parábola china del «círculo
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de tiza caucasiano-, en donde el Dere-
cho, positivo o natural, en cualquiera
de sus manifestaciones, se identifica con
un aparato formal, lleno de formalida-
des y en el que sus declaraciones —me-
diante preceptos o sentencias—, tienen
validez y valor, por la existencia de
una maquinaria, de un signo externo
(el autor concretamente alude a algo
tan puramente administrativo y buro-
crático, como es un «tampón», como
símbolo de la posesión y de la admi-
nistración de justicia), por lo que, lo
de menos, es la justicia; de ahi, que
en dicha pieza teatral, el juez para ser
bueno, debe escaparse de las mallas le-
gales e interpretar la ley, según su buen
arbitrio, a la vista de los contendientes
(siempre entre partes litigantes, habrá
alguien que necesite más de la justicia
que la otra o, si se quiere, que requie-
ra más el favor del juez). Y si gracias
a la figura de un juez—cuya casi per-
manente ebriedad es también simbóli-
ca, como si el autor quisiera pintar la
incompatibilidad entre una buena y rec-
ta conciencia con el mundo de alrede-
dor que le toca «ver» y «vivir»—, que
en sus prácticas se salta a la torera,
como se dice vulgarmente, el código o
los códigos, se palpa algo de justicia
en la resolución de los problemas hu-
manos, con esta nueva obra, comproba-
mos, con satisfacción que la visión del
derecho de autor tan extraordinario
como el que comentamos, supera la
simple anécdota de una obra, metáfora
o parábola teatral, para hacerse más
profunda, y formar parte de su «cos-
movisión», una perspectiva de la que
no podía estar ausente el Derecho, y
que revela la inmensa importancia que
tiene en cualquier regulación social, e
incluso, en cualquier sociedad «anémi-
ca» o si se quiere «anormativizada» (1).

A pesar del titulo, en la presante obra
se incluyen numerosas consideraciones
sobre el Derecho, consideraciones que
no dejan de ser del mayor interés, a
pesar, y casi cabría decir, que gracias
a su «personalismo», ese personalismo
tan propio de su autor, y que aquí,
como en toda su obra escrita, tanto se
esfuerza por aplicar su técnica del «dis-
tanciamiento», como si bajo la pre-
tenida exposición fría y objetiva de los
hechos «injustos» no latiera una con-
ciencia de un hombre honnado, que
•justamente» porque lo es, y porque
con la solución dada a tales hechos,
sufre, como sufre cualquier hombre, por
la injusticia, no se conforma con la sen-
tencia, porque en definitiva, más allá
de ese caso concreto, más allá de la
sentencia injusta, más allá de esa pre-
tendida sentencia inapelable por defini-
tiva, se alza el tribunal, de la historia,
de la humanidad, de esos lectores anó-
nimos y desconocidos que caerán sobre
sus opiniones y verán su riguroso plan-
teamiento y disección mediante lo que
llegan a detectar el complejo entrama-
do de intereses de todos los tipos —y
principalmente, económicos— que apare-
can subyacentes en lo que aparentemen-
te es una aséptica decisión judicial (2).

(1) Dos recientes obras, procedentes de dis-
pares autores y campos científicos, nos han
venido a subrayar la tremenda importancia
del Derecho, en un enfoque total y global
de la realidad social; una de ellas, la de
H. J. JONHSON, sobre El sistema jurídico
soviético —también publicada por Ed. Penín-
sula, 1974—, nos relata todas las peripecias
por las que ha atravesado la sociedad sovié-

tica, desde una primera, inmediatamente pos-
terior a la Revolución de octubre de 1917, en
que se creia que con un simple derrocamien-
to del régimen zarista se produciría el de-
rrumbe paralelo de todo su sistema «jurídi-
co», por lo que el Derecho, que entonces se
identificaba con un determinado régimen po-
lítico, do oprobio y dominación, dejaría de
existir, con otro totalmente distinto, idea des-
mentida a las pocas fechas, en que comenzó
ya a manifestarse la necesidad de una nor-
mativa, en definitiva, de un Derecho, con lo
que se vio que podría ser un instrumento
cooperador a la reforma social, lo mismo que
su antecesor había contribuido a la domi-
nación. La otra obra es el juicio crítico de
T. PARSONS sobre la sociología de Max WEBEB,
para quien toda la sociedad gira en torno
a un principio de orden, de autoridad, o sea,
a la postre, de una norma jurídica (véase re-
ferencias en la revista do Sociología «Papers»
número 2. 1974. de la Universidad Autónoma
do Barcelona).

(2) No nos damos cuenta de la labor ero-
siva que puede tener y de hecho tiene la
injusticia en cualquier sistema, porque aun-
que se multiplique, en medio del silencio más
absoluto, aunque la critica no surja por nin-
gún sitio, la injusticia ataca los más sólidos
cimientos, quiza, lentamente, a manera de
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El libro, toda lo obra, está embarga-
do por una visión de la justicia, más
que del Derecho, o si se quiere, por
una persecución encarnizada de la jus-
ticia, con el contraste crítico frente a
un Derecho —por supuesto, positivo—
que permite las diarias injusticias de
una «administración de justicia» que nó
puede hacer más que lo que hace-, re-
conocer imperfecta e incompletamente,
determinados «derechos legítimos» —de-
rechos, que serán, unas veces, del tra-
bajador; otras, del intelectual; otras, da

un topo que va oradando las vigas de un
alto edificio, poro que, al fin, hará patente
su papel corrosivo. Esto es algo que tiene
una reiterada comprobación histórica, pues-
to que los más consagrados sistemas políti-
cos han ¡do desapareciendo por el despres-
tigio en que fueron incurriendo en la apli-
cación del Derecho, en las sentencias de sus
jueces (esos jueces a quienes a veces se les
obliga a aplicar un Derecho, centra el dic-
tamen de su conciencia: recordemos el fabu-
loso testimonio del juez de El hombre de
Kiev, a quien la policía zarista obliga a mon-
tar pruebas falsas acusatorias contra un po-
bre judío encarcelado). Al autor, B. BRECHT,
en cortadísimas ocasiones, se le escapa como
un remordimiento contra las voces de sus
acusaciones; con gran lógica viene a decir-
nos que precisamente lo que defiende un
sistema cualquiera que éste sea, sea o no
burgués —aunque él aluda concretamente a
éste—, es que dentro de él, se logra la jus-
ticia, o lo que es igual, que lo que más le
atacará sorá lo contrario, o sea. la injusti-
cia, por lo que intentar la justicia, o luchar
por ella, y buscarla, en medio de un siste-
ma que es de por sí injusto, es contribuir,
según él, a su mantenimiento y salvamento,
porque a mayor número de injusticias, mayo-
res pruebas está dando el sistema de que se
trate, de su intrínseca maldad, por lo que
cualquier justicia, en un caso o en un su-
puesto determinado, no hará más que apun-
talar o apoyar el sistema, que seguirá siendo
tan injusto como lo es, por su naturaleza,
por lo que tal postulación de la posibilidad
de una justicia, individualizada, por casos o
ejemplos, nada significa, viene a decirnos,
frente al sistema institucionalizado en blo-
que: «No es ningún mérito presentar un apa-
rato mortal que la injusticia no detiene. Este
libro demuestra que casi nada se opone tanto
a la destrucción del aparato estatal burgués
como la justicia burguesa» (p. 49). Aunque la
objeción se llevará por algunos, por el aprio-
rismo del autor, colocado en una etapa pre-
via, de descalificación de un determinado sis-
tema, a. quien tacha de injusto, én bloque
—entendida esta palabra, tanto" en su sentido
literal como en el que recibe de Nicos Pou-
UNTZAS—, hay que reconocer la profunda y
coherente lógica del razonamiento citado;
para nosotros el interrogante se traslada a
un campo colindante: ¿es posible una justi-
cia colectiva, con descuido de una justicia
individual?, y viceversa.

un autor teatral, etc.—, y nos lo va
desvelando con su característica téc-
nica: parece que todos opinan menos el
autor (bastantes páginas se dedican a
lo que llama «el proceso de tres centa-
vos», que, como algunos recordarán, es
similar al título de una de las mejores
obras de BRECHT, como es La ópera de
tres centavos, título menos exacto para
mi que el de La ópera de tres ochavos),
que sin querer, adelantan juicios, opi-
niones, modos de enfocar la cuestión
debatida (en dicho proceso, lo que se
discutía eran «los derechos de autor»),
que sustancialmente, denotan «el enca-
je» de los opinantes dentro de un siste-
ma, o con terminología del autor «den-
tro de unas relaciones económicas» que
hacen inclinar sus puntos de vista. De
hecho, la conclusión no puede ser más
desmoralizadora, que aunque sacada de
un caso —o proceso— concreto, no deja
de ser general: el que paga tiene dere-
cho a todo (por supuesto, a modificar
lo que quiera), por lo que el autor no
tiene más que «un derecho aparente»
(BRECHT cuenta el caso del proyecto de
un arquitecto, que al realizarse, se al-
tera por la empresa, en su fachada,
contra lo que aquél reclama-, el tribu-
nal le reconoce el derecho a ser indem-
nizado, pero previamente tiene que va-
lorar el daño; como no puede hacerlo,
puesto que ¿cómo podrá valorar en qué
y en cuánto le perjudica el cambio real
de fachada, de su proyecto?, la conclu-
sión es triste:

•En esta sentencia, por cómico
que pueda parecer, se apunta un
camino a seguir: Las reclamaciones
inmateriales son protegidas y satis-
fechas inmaterialmente. El Estado
reconoce la conciencia recta herida
como legitima» (p. 142).

Hay una larga y reiterada digresión
sobre la justicia y las situaciones in-
justas; comienza con un silogismo en
donde la justicia —a pesar de su nom-
bre—, como su administración—los jue-
ces—, son injustos, porque lo es el sis-
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tema, como ya hemos dicho, en que
ambos se mueven y que el autor pre-
juzga como tal, de «injusto». En unos
casos hay una denuncia de alguna si-
tuación injusta en particular, aunque
la regla general es que lo que se hace
es una exposición de un conjunto de
situaciones más bien colectivas que in-
dividuales, en las que se hace ver e\
predominio de una injusticia. En algún
caso, el autor nos revela su criterio de
actuación: no busca ser un médico que
promete «mejorías» sin conocer realmen-
te la enfermedad («Pero yo hablo siem-
pre de enfermedad y sólo de enferme-
dad, hasta que no conozca las verdade-
ras causas de la afección y los medios
precisos para combatirla positivamen-
te», escribe en uno de sus más cortos
y conmevedores apólogos: El escritor,
páginas 78-80).

Las soluciones jurídicas, cualquiera
que las dé, pero fundamentalmente
aquellas que tienen su origen en un
tribunal, son el fruto aparentemente
inconsciente de unas determinadas re-
laciones de producción, cuando todo,
también cualquiera que sea el objeto
—una obra de arte, una pieza litera-
ria, etc.—, se ha convertido ya en una
mercancía: si un intelectual reclama
contra una industria, por ejemplo, del
cine, que ha vertido en un film su
texto impreso, el tribunal que entien-
da en el litigio, deberá tener en cuen-
ta —y de hecho lo tendrá— los princi-
pios por los que se rige la industria y
el sistema económico en el que está
emplazada. En dicho contexto, ese in-
telectual será visto como un «Shylock»:

•No estando el tribunal en condi-
ciones de comprender las condiciones
en que había de producir (el artis-
ta o intelectual) una obra de arte,
renunció a la firma (empresa o in-
dustria) a exigirle que la realizara.
Capaz, sin embargo, de comprender
en qué condiciones había que reali-
zar un Film (como articulo de con-
sumo) renunció el tribunal a exigir
de la firma que cumpliera con sus

contratos. Nuestro punto de vista
(el del autor, artista o intelectual)
no era sostenible. Nos fundábamos
con firmeza en unos contratos que
tuvieron que concedernos, porque,
de lo contrario, los hubiera firmado
(y roto) la competencia, lo cual hu-
biera significado la ruina de la fir-
ma...» (p. 143).

Queda así descrito un mecanismo de
interpretación y aplicación de las nor-
mas jurídicas, con una funcionalidad,
que escapa, la mayoria de las ocasio-
nes al propio jurista, para quien las
palabras de la ley—o de los contratos,
que para el caso es lo mismo, por la
equiparación de los mismos, a aquéllas,
por expresa disposición de algunos Có-
digos; recordemos el francés y el nues-
tro—, llegan a alcanzar caracteres de
verdad absoluta, como, al igual que
dice BRECHT, hay muy distintas verda-
des en el sentido de su trascendencia
(que llueve para abajo, es una verdad,
pero ¿qué interés o trascendencia tie-
ne?). Y si de un caso tan concreto como
el que estudia, es capaz de sacar con-
clusiones tan ambiciosas, pero de tan
gran importancia, para cualquiera que
sea el terreno o ideología en que un
jurista e incluso un mero observador
pueda moverse, no es de extrañar que
recomiende su método, que denomina
de «experimentos sociológicos», para ir
desentrañando las verdaderas raíces de
un sistema jurídico (es como si a tra-
vés de tales potenciales casos, se nos
ofreciera la oportunidad de conocer
mejor los entresijos de la sociedad en
que vivimos). Quizá no lleguemos a to-
par con similares conclusiones, para lo
que se necesita estar en posesión de
una capacidad mental que permita lle-
gar hasta el límite de lo posible, o sea,
una capacidad que vaya desmontando,
poco a poco, al igual que el relojero
va sacando las piezas de un reloj a
componer, todos los intríngulis que en-
cierra cualquier problema, mas habre-
mos logrado cierto entrenamiento en
una práctica sana, como es la de expli-
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caraos la ilación a manera de un silo-
gismo, entre una determinada resolu-
ción jurídica, y la pregunta que cu-
briendo una controversia humana PJ
ofrecía y se ofrece al público.

El resto de los trabajos, aunque me-
nos jurídicos y concretos, no dejan de
inspirarse en lo que para muchos son
simples y solemnes palabras: justicia,
dignidad humana, verdad, contra cuya
misma solemnidad el autor arremete,
con la militancia y compromiso en él
tan típicos, pero que a ningún lector
honrado dejará de causar mella, por-
que cuando se nos recuerda que «el
destino del hombre, es el hombre» o
que ««1 destino de muchos hombres
puede verse afectado por un hombre»,
se nos condensa en una frase corta y
breve, toda una larga y profunda evo-
lución histórica, ausente, de tales pro-
clamas (Napoleón dijo aquello de que
el destino del hombre de hoy «es la
política», sin más, y ya con él, se supo
cuál era tal destino: guerras con milla-
res de víctimas, sin saber por qué ni
para qué) (3).

Lo que en medio de tanto comentario
literario, no ha dejado de llamarme la
atención es que BRECHT tuvo por el Dere-
cho—escríbase con mayúscula o minús-
cula, viene a ser lo mismo—, como un
instrumento decisivo en la evolución de

(3) No hay que olvidar la temporalidad,
como diría algún filósofo, en que estas fra-
ses se pronuncian, para apreciar todo su va-
lor, y hasta el «coraje» que en ellas se en-
cierra; parte de ese ambiente se nos pinta,
a lo largo del texto, pero ese «hombre», con
minúsculas, que parece haber sido protago-
nista de la historia, sólo lo ha sido en de-
terminadas épocas y muy en nuestros dias.
Una de las primeras obras de BRECHT ya te-
nia en cuenta a este «hombre».- Un hombre
es siempre un hombre (1927). Casi, por la
misma (echa, un gran escritor hispano, Ra-
món J. SENDER, escribiría otra pieza, con si-
milar significado: El lugar de un hombre
(reeditada por Ed. Destino, Barcelona, 1974),
que nos viene a recordar cómo e] lugar de
un hombre, por pequeño que sea. no puede
ser cubierto, y es como decía un viejo la-
briego castellano: «El hombre ocupa el mayor
hueco» (de un articulo de S. ARAUZ DE ROBLES,
publicado en el diario «Informaciones» de 16
de nov.embre de 1974). Ese hombre que no
aparece mientras haya «estas grandes perso-
nalidades (que) intenten convertir el mundo
en expresión suya» (p. 68).

la sociedad, hasta el punto de que vemos
en él una especie de mentalización ju-
rídica, ya que frente a los análisis y
juicios más dispares sobre los autores
más ajenos al campo del Derecho, sale
y brota de él, espontáneamente, una
referencia al •Derecho», que satisface
al que vislumbra su importancia, ya
que el Derecho, entendido como algo
positivo, o entendido como hace BRECHT
la mayoría de las veces, como un «de-
recho» más a reconocer que reconoci-
do, que el pueblo como tal debe tener
—frente y en oposición a una sola deter-
minada clase social, de ahí nuestra re-
ferencia anterior al «Derecho» con ma-
yúscula o sin ella— es algo que siem-
pre ha de ser tenido en cuenta, con-
cibiendo incluso al escritor, en su más
amplia acepción, como el mejor «abo-
gado de la realidad», como cuando alu-
diendo a renombrados escritores rea-
listas escribe lo siguiente:

«El Schiller de Los bandoleros y el
Kleist de Kohlhaus habían descrito
un estado de cosas en el mundo en
el cual el «derecho» tiene que rom-
per todas las formas jurídicas para
hacerse respetar. Tampoco en Los Te-
jedores y en Biberpeltz encuentran
la Ley y el Orden una pintura sim-
patizante. Los escritores realistas...
son los abogados de la realidad que
se ha ido formando...»

Hay una consideración «viva» y has-
ta si se quiere «vitalista» del derecho,
tal como es visto por alguien totalmen-
te ajeno, en el terreno profesional y
vocacional, del mismo, como es el au-
tor de toda esta saga de comentarios
sobre temas en apariencia también aje-
nos al Derecho, pero cuya conexión con
el mismo, no deja de marcarse por el
que llevó a su campo más íntimo, la
dialéctica conflictiva de los opuestos,
en el que también tiene su encaje un
derecho, que como Jano, presenta dos
caras: el de la clase dominante y el
de la dominada, que intenta levantarse
contra tal duplicidad, arrogándose toda
la representación popular. Resulta pues
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de interés esta visión profana del de-
recho, por parte de quien se compro-
metió con todas sus fuerzas, por la
mejora social, imbuido en ocasiones por
un mesianismo profético —a veces, dog-
mático—, que se mueve por principio
sobre principios y definiciones que yl
ser tan colectivas, acaso dejen de ser
reales, porque si bien las llamadas al
hombre, sin apelativos ni paliativos,
pueden ser aceptadas por todos —más
si son conciencias honestas—, cabe pre-
guntarse si ese hombre, en singular,
que no deja de ser contemplado por
nadie, ni siquiera por los sistemas o
filosofías más colectivistas, tendrá más
justicia y derecho, a medida que vaya-
mos descendiendo de la abstracción y
encarándonos con el simple ciudadano
de cualquier país. Es aquí donde cree-
mos que la filosofía del autor es enorme-
mente partidista, no sin que como nos
haya sucedido en otras múltiples oca-
siones, nos haya dejado de admirar -u
tremendo compromiso y su gran hones-
tidad.

V. B. VÁZQUEZ DE PRADA

CASTEIXS ARTECHE, José Manuel: El de-
recho de libre desplazamiento y el
pasaporte en España, Seminarios y
Ediciones, S. A., Madrid, 1974, 302 pp.

1. Es ciertamente reconfortante ver
cómo, de tarde en tarde, aparece en los
escaparates de nuestras librerías alguna
monografía dedicada al tema de las li-
bertades públicas. Un acontecimiento
reconfortante, en primer lugar, por su
misma rareza y singularidad: nuestra
literatura jurídico-pública, que no ns
en verdad rica en número de títulos
publicados, parece ser, más aún, com-
pletamente alérgica en lo que al aná-
lisis de los derechos públicos subjetivos
se refiere. Y no aludo con ello a la doc-
trina constitucionalista, a la que (n
España no cabría otro calificativo más
apropiado que el de inexistente —con
las honrosas excepciones de siempre,
que confirman la regla—, sino a la apa-

rentemente más vivaz y nutrida doctri-
na jurídico-administrativa.

Parece innecesario insistir aquí en lo
grave de esta situación, que mejor aún
podría calificarse de alarmante. Expre-
siones que no juzgo en modo alguno
exageradas si se tiene en cuenta que
el Fuero de los Españoles esta próximo
a cumplir treinta años de vigencia y
que las monografías sobre las garantías
constitucionales en él reconocidas pue-
den contarse quizá con los dedos de Ja
mano —de una mano sólo—, con las na-
turales excepciones de la legalidad fis-
cal, la libertad religiosa, la libertad de
prensa y el estatuto de la propiedad
privada.

No son éstos el lugar ni el momen-
to adecuado para indagar las causas
de esta insólita desatención doctrinal.
A ello han colaborado, en no poca me-
dida, la defectuosa técnica jurídica con
que están elaboradas nuestras Leyes
Fundamentales; el carácter de puras
normas en blanco que tienen los pre-
ceptos que reconocen los derechos pú-
blicos subjetivos, convertidos en garan-
tías desconstitucionalizadas desde el
momento en que remiten todo su con-
tenido real a normas ulteriores, que en
muchos casos no han hecho sino des-
nutrir por completo la esencia efectiva
de esas garantías por acumulación de
limitaciones y cortapisas; el escaso gra-
do de consenso obtenido por nuestras
normas constitucionales en el estamento
universitario que, normalmente formado
en la ideología demoliberal, las ha con-
templado con una actitud —muy pocas
veces confesada—de desconfianza, de
creencia en su provisionalidad y en su
carácter más o menos semántico. Estas
circunstancias qu izá basten para ex-
plicar—ya que no para justificar—e!
abstencionismo de nuestra doc t r ina
constitucionalista, que, poco amiga del
compromiso político hacía cualquiera de
los dos extremos clásicos, ha derivado
con habilidad por la senda de algo que
no es sociología política, ni teoría polí-
tica, ni historia de las ideas, ni Derecho
constitucional comparado, sino todo lo
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contrario y un poco de todo, pero que,
desde luego, no tiene nada de jurídico.
Por todo ello, la vivencia real y jurídica
de las libertades públicas en España es
un campo dominado por la espontanei-
dad y el empirismo más desconcertan-
tes, que llenan de perplejidad a jueces
y legisladores cuando se enfrentan, li-

' bres de prejuicios políticos, ante alguna
libertad o derecho fundamental concre-
to. De este modo, la ausencia de re-
flexión propicia las opiniones y regíme-
nes más diversos y caóticos; en España,
la regulación y la práctica de los dere-
chos fundamentales es algo puramente
improvisado, a ojo de buen cubero, que
se vive con entusiasmo en momentos de
apertura y se desconoce pacíficamente
en épocas de endurecimiento. Se trata,
en definitiva, de un puro proceso de
ignorancia de los derechos a todos los
niveles, de la cual los juristas no somos
completamente inocentes.

2. Este cúmulo de circunstancias se
ofrece con toda su crudeza en relación
con el derecho de libre desplazamiento
fuera de las fronteras nacionales, objeto
del libro de José Manuel CASTELLS; un
derecho cuya existencia parece en prin-
cipio evidente, pero que el Fuero de los
Españoles no reconoce explícitamente,
que carece de regulación a nivel legal
—como, por otra parte, parece que exi-
giría el artículo 10, f), de la Ley de
Cortes— y que se halla sometido a una
regulación y una praxis digna de los
mejores años del absolutismo ilustrado.
Regulación y praxis, sin embargo, que
no son exclusivamente, ni siquiera pri-
mordialmente, imputables a la ideología
abiertamente no-liberal de nuestro siste-
ma político, sino más bien a superviven-
cias históricas muy difícilmente justifi-
cables que, por otra parte, nunca habían
sido objeto de una disección jurídica
rigurosa.

El libro de CASTELLS se mueve, por
ello, entre estas dos coordenadas: por
un lado, la ausencia de un reconoci-
miento expreso de este derecho funda-
mental en España y, aún más, la exis-
tencia de una regulación administrativa

que parece negarlo abiertamente; por
otro, el progresivo vaciamiento de im-
portancia del documento acreditativo de
este derecho —el pasaporte—, en franco
desuso en la mayor parte de los países
europeos. Situado entre estos dos polos
de tensión, no es de extrañar que el
libro no responda al esquema de un
puro análisis dogmático, sino que tiene
un carácter notoriamente intencional.
Intencional, en primer lugar, en cuanto
representa un claro esfuerzo en pos de
la construcción técnica de un derecho
fundamental —el de libre desplazamien-
to— carente de refrendo constitucional
expreso; e intencional, en segundo lu-
gar, en cuanto el libro propugna de
manera nada velada (vid. las terminan-
tes expresiones del epílogo, pp. 255 y
siguientes) el acompasamiento de la le-
gislación española a las tendencias in-
ternacionales de supresión del pasapor-
te. Y aún cabría descubrir un tercer
estrato de intencionalidad en el libro,
menos patente: la exégesis de la nor-
mativa española en un sentido restric-
tivo de las potestades administrativas y,
correlativamente, de potenciación de los
derechos y garantías de los españoles
solicitantes o titulares del pasaporte.

Quiero dejar muy claro que la puesta
de manifiesto de estos niveles de inten-
cionalidad no quiere dejar entrever un
juicio negativo sobre el libro, sino todo
lo contrario. Ya en otras ocasiones he
afirmado mi convicción acerca de la fal-
sedad intrínseca de las pretensiones de
neutralidad científica absoluta en el
análisis jurídico de temas esencialmente
políticos, y el libro de CASTELLS no hace
sino reafirmarme en la validez de mis
creencias. No se trata de un estudio que
arranca de un haz de prejuicios y que
se ve condicionado por ellos a lo largo
de todo su desarrollo, sino la simple
demostración —inevitablemente dialécti-
câ — de Ja distorsión que entraña la fi-
nalidad exclusivamente pol ic ia l que
cumple el pasaporte frente a su primi-
genio origen de documento acreditativo
de la identidad y a su incongruencia
con los -signos de los tiempos». Serla
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injusto, pues, calificar al libro como un
simple alegato, porque no lo es, aunque
bien pudiera haberlo sido, y con toda
licitud dado el origen y la residencia
del autor en la ciudad española donde
la presión política que tiene como ins-
trumento el pasaporte se deja sentir con
mayor dureza.

3. De acuerdo con estos planteamien-
tos, el libro se divide en tres partes.
La primera de ellas («La regulación del
pasaporte en la España contemporánea»)
es un ejemplar estudio histórico de la
institución del pasaporte, desde el An-
tiguo Régimen hasta el Decreto de 20 cíe
junio de 1958; casi cien páginas de un
análisis particularmente lúcido en el
que el autor no se limita a enlazar un
rosario de citas y textos legislativos,
sino que prefiere marcar la tendencia
histórica general con sus avances y sus
retrocesos y, lo que es más importante,
situando cada regulación, progresiva o
regresiva, en el contexto histórico sin-
gular que la explica cabalmente. A mi
juicio—y es una preferencia puramente
personal—, se trata de la parte más fe-
liz de la obra.

La segunda parte ofrece un carácter
más convencional, ciñiéndose a un aná-
lisis del actual estado de la regulación
internacional y en los Estados europeos
del derecho de libre desplazamiento al
extranjero. Se trata de un estudio quizá
menos vivo, pero indispensable para
abordar el examen de la legislación es-
pañola, a lo que se dedica la tercera y
última parte del libro. Esta parte ofrece
la novedad al lector de presentarse como
un análisis que toma como hilo con-
ductor un caso concreto: la Sentencia
de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo
de 25 de octubre de 1971, dictada en el
asunto de la denegación del pasaporte
al conocido ingeniero y escritor catalán
Alfonso Carlos COMÍN.

No es éste el lugar adecuado para
examinar todos y cada uno de los temas
que el autor aborda en esta parte final
de su libro. Baste, pues, con señalar los
tres que, a mi juicio, resultan esencia-
les. En primer lugar, el tema del valor

del expediente policial a los efectos de
la denegación o limitación de los dere-
chos derivados del pasaporte (pp. 183-
186), tema sobre el que el autor ya entró
en el anterior número de esta REVISTA
y que en el libro aparece impecable-
mente planteado y resuelto; sólo se echa
de menos un análisis algo más extenso
del gran tema de la presunción de ve-
racidad de los actos administrativos,
casi inédito en España (no así en Fran-
cia: vid. el estudio de BELLANGER en
•RDP., 1968, pp. 543 y ss.) y que en el
libro aparece simplemente apuntado.

En segundo lugar, el punto crucial de
la construcción del derecho de libre des-
plazamiento como una auténtica liber-
tad pública, un verdadero derecho pú-
blico subjetivo. Tema éste que, pese P\
silencio de nuestro ordenamiento cons-
titucional, el autor resuelve afirmativa-
mente, apoyándose tanto en el carácter
tradicionalmente no exhaustivo de las
declaraciones de derechos (enmienda
novena de la Constitución USA) cuanto
en determinadas expresiones de nuestra
regulación positiva del pasaporte y en
el reconocimiento expreso de la libertad
y derecho a emigrar, legalmente reco-
nocido. La argumentación es sugerente
y apasionada, y sus conclusiones no pa-
recen admitir réplica: que las perdonas
tienen derecho a transitar libremente
por el mundo sin que su Estado pueda
impedírselo es algo que muy pocos exal-
tados se atreverían a negar. Pero el
problema no se halla tanto en el reco-
nocimiento abstracto del derecho, sino
en sus posibilidades reales de ejercicio.

Ello nos remite al tercero y último
de los temas claves de esta parte del
libro, el de la naturaleza de la inter-
vención administrativa sobre este dere-
cho, que CASTELLS no duda en calificar,
tras un laborioso razonamiento dogmá-
tico, de autorización reglada con reserva
de revocación. Razonamiento y conclu-
sión que parecen enteramente correctos
y que lo son, salvo que desvirtúan en
parte la conclusión precedente< en torno
al carácter de derecho público subjetivo
del libre desplazamiento al exterior. Por
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más que me cuesta formular esta reser-
va— | bien quisiéramos muchos que las
cosas fueran de otro modo!—, no puedo
dejar de advertir que ' l a construcción
de un auténtico derecho público subje-
tivo sobre la base de una reserva prác-
ticamente omnímoda de revocación es
muy difícilmente sostenible. No olvide-
mos que el pasaporte puede retirarse f.
cualquier pe r sona , simplemente, por
cualquier causa «que pueda afectar al
orden público o a la seguridad nacio-
nal» (art. 10 del Decreto 3276/1971, de
23 de diciembre); no una causa que
afecte real y actualmente al orden pú-
blico o la seguridad nacional (concep-
tos, por lo demás, nada concretos), sino
meramente que pueda afectar, lo que
constituye una reserva prácticamente
discrecional de revocación que no veo
cómo puede compaginarse con una ver-
dadera y auténtica libertad pública.
Cierto es que la calificación de discre-
cional no implica la imposibilidad de
fiscalización por la jurisdicción conten-
ciosa, pero es obvio que, en el estado
actual de ésta, un tal control es prácti-
camente inútil: ni es pensable —aunque
no imposible— que un Tribunal conten-
cioso se decida hic et nunc a sustituir
el criterio del ministro de la Goberna-
ción en la determinación de lo que «pue-
de» afectar al orden público, ni tiene
ningún valor.fuera del puramente moral
una sentencia favorable obtenida a los
tres años de la petición del pasaporte.
En otras palabras, no parece que pueda
hablarse del derecho de libre desplaza-
miento al exterior en España en tanto
el p recep to citado no sea derogado
(como pudo haberse hecho y no se hizo
conscientemente —tengo motivos sobra-
dos para saberlo— en la elaboración del
Decreto de 1971) o en tanto la jurispru-
dencia no siente una doctrina categórica
y sin fisuras al respecto. Y, hoy por'
hoy, no parece que ninguna de éstas
posibilidades tenga visos de convertirse
en realidad.

Con todo, la formulación de este re-
paro —que, por otra parte, resulta tan
discutible como cualquier otro— no qui-

siera suponer un reproche al libro ae
José Manuel CASTELLS, cuya solidez dog-
mática es absolutamente intachable y
cuyos numerosos aciertos superan con
mucho las posibles deficiencias en un
intento tan arriesgado como el de teo-
rizar sobre las libertades públicas, por
las razones más arriba indicadas. En
nuestra menesterosa doctrina sobre «1
particular, el libro de CASTELLS consti-
tuye un hito importante y honesto que
no debiera permanecer aislado.

4. No quisiera terminar esta reseña
sin recomendar, a quien tenga en su
poder el libro, la lectura del prólogo de
Lorenzo MARTÍN-RETORTILLO, un prólogo
nada convencional ni tópicamente lau-
datorio y que, como todos los buenos
prólogos, guarda una no muy estrecha
relación con el contenido del libro. En
muy pocas páginas, el profesor titular
de Zaragoza formula un juicio rotundo
sobre las insuficiencias de nuestro sis-
tema contencioso-administrativo en el
terreno de las libertades públicas que
no por ser enteramente coincidente con
la línea de mis más recientes preocu-
paciones dejaré de afirmar que me pa-
recen las páginas más lúcidas que sobre
el particular se han escrito en los últi-
mos años. Renuncio a Intentar resumir-
las. Sinceramente, no se lo pierdan.

J. A. SANTAMARÍA PASTOR

DIFERNAN, Bonifacio: Curso de introduc-
ción al estudio del Derecho y sistemas
jurídicos, Universidad Santa María la
Antigua, Panamá, 1972, 519 pp.

Todo un cúmulo de circunstancias fa-
vorables nos empujaron a la lectura ¿3
este libro; su mismo título, tan lleno
de modestia; su misma publicación, por
lo demás tan ajena a los usos españo-
les, y después, su misma apariencia,
que se va confirmando a todo lo largo
de ella, ya que es difícil hallar por estos
pagos una obra así, en donde, entremez-
cladas, se nos van ofreciendo las opi-
niones del autor con las de otros muchos
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filósofos y juristas sobre Jos distintos
temas configuradores de una «introduc-
ción al Derecho». Del autor ignoramos
todo, pero si, como dice el refrán, «por
sus obras les conoceréis», estamos segu-
ros de que ahora ya sabemos algo fíe
él, por una obra tan sencilla, perp al
mismo tiempo tan demostrativa de un
profundo amor por el Derecho, sólo
puede ser fruto de alguien que crea en
la justicia, en las instituciones jurídicas,
por encima y más allá de todo tipo de
ataduras materiales. Resulta sorpren-
dente cómo al encontrar una obra como
la presente lo que estimábamos sabido
se nos ofrece como novedoso, ya que
las formulaciones y conceptos de lo que
sabíamos se nos presentan incluso bajo
una nueva factura literaria y, sobre
todo, con citas y referencias descono-
cidas.

En síntesis, la obra viene a ser una
especie de Filosofía del Derecho, aun-
que su título lo sentimos como más ex-
presivo, ya que viene a ser una especie
de manual para los futuros e inmediatos
juristas, a quienes se les quiere y busca
iniciar tanto en la terminología como en
el conceptualismo del Derecho. De ahí
su sencillez, que, más que buscada, pa-
rece innata al autor, dueño de una gran
fidelidad y vocación por lo que expone
y enseña. Hemos de confesar que he-
mos leído su obra como si fuéramos
principiantes en el estudio del Derecho,
sin ningún arrepentimiento y si con ¡a
lástima de no habernos chocado con
obra similar cuando empezábamos a se-
guir nuestra incipiente vocación jurídi-
ca. Buen testimonio lo tenemos ya en
su lección primera, en donde, entre
otros epígrafes, tenemos los siguientes:
«El Derecho, ciencia del espíritu», «Vo-
cación jurídica» y «El Derecho es para
el hombre, no el hombre para el Dere-
cho», en los que se anticipan algunos
de los ponderados juicios del autor so-
bre la misión y función del abogado (o
del aspirante a serlo, como es el alumno
que en determinado momento comienza
su «estudio del Derecho», estudio que,
para desgracia de muchos cuyas rela-

ciones con la sociedad nunca se revelan
de modo claro, fr.ente a lo que el libro
nos señala como la Corte Suprema (de
Panamá), «... vetó la denominación de
función pública que se hacía del ejer-
cicio de la profesión (de abogado), ase-
gurando que era inconstitucional, y
propuso la denominación de función so-
cial...»] (1).

Desde las primeras líneas el autor va
desbrozando sus opiniones sobre ese
Derecho, con mayúscula, especie de ar-
quetipo ideal que la mayoría de los
estudiantes identifican con la justicia
como sobre sus distintas manifestacio-
nes, sin olvidar nunca una relación que
creemos ha guiado su empresa, como es
la íntima relación entre la visión que
se tenga del mismo y el modo de enten-
derlo y por qué no practicarlo en la
realidad (feliz identificación la reseña-
da que, conservada, tanto anima a sus
partidarios a mantener su fe tanto en
las instituciones humanas como en su
creencia sobre las posibilidades de una
justicia humana que el tiempo se en-
carga de hacer cada día más lejana e
ideal, como si fuera uno de los castillos
o molinos de viento del libro cervanti-
no); sus opiniones las acompaña por
regla general de ejemplos y casos que
apenas conocíamos por lo que nos con-
cierne, como cuando cita, al referirse a
la actual «desnaturalización del hom-
bre» por un proceso laboral cada vez
más mecanizado, la propuesta sindical
británica, reivindicando «un nuevo tipo
de prima laboral..., la prima de soledad.
Una petición en tal sentido ha sido ya
formulada por los obreros de una refi-
nería de petróleo, porque bastan sola-
mente unos pocos para cuidar de nume-
rosas máquinas y, en consecuencia, de-
ben trabajar solos y en departamentos
aislados». No deja nunca el autor una
visión del Derecho desde un pronuncia-
do perspectivismo social que contempla
aquél no como algo estático, sino como

11) No hay que olvidar que en numerosos
países iberoamericanos los abogados, sin más
títulos, eiorcen funciones de «fedatarios pú
bucos».
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algo mutable y adaptable a las cam-
biantes circunstancias de una realidad
social y económica que no puede olvi-
dar su condición servil frente al hom-
bre, cuya imagen como rey de la crea-
ción parece no olvidarse, dado que si
algún predicado satisface más al Dere-
cho creemos, como en el fondo de la
mente del autor, ninguno le cuadra más
y mejor que el de humano. El Derecho
que se mantenga alejado en sus formu-
laciones y manifestaciones de los deseos
y necesidades de los hombres no puede
concebirse como tal, y sí solamente
como un aparato ortopédico que tiende
a deformar lo que regula (en contra de
su auténtico espíritu). De ahí la cone-
xión, incluso material, que el autor es-
tablece entre la citada primera lección
y la segunda y siguiente, consagrada
al sujeto jurídico por excelencia, como
es la «persona», ese hombre que, por
serlo, es sujeto de Derecho, sin mayores
requisitos ni exigencias, y que lo es
gracias a una conquista de ese Derecho
que hoy le reconoce tal status. Destaca
la originalidad del planteamiento al exa-
minarse a la «persona» aisladamente y
en su trato con los demás en toda la
gama de situaciones: coexistencia, con-
vivencia, vecindad, solidaridad, subsi-
diariedad:

«No es sólo la dependencia recípro-
ca —comenta FRIDOLIN UTZ,—, sino la
misión común encomendada por 'a
Naturaleza, lo que fundamenta la
convivencia humana.»

Al referirse a la sociedad, siguiendo
a MANNHEIM, considera que su forma-
ción sólo es merced de seres inteligen-
tes y, como tales, racionales, aunque tv
conversión en «comunidad» se debe a la
organización que impone el «orden ju-
rídico» (FELLERMEIER). Asi se hilvanan
todos los elementos sociales que confi-
guran una colectividad dinámica; si no
en armonía (dado que para muchos
científicos sociales de hoy día la exis-
tencia de conflictos a distintos niveles
son sinónimo de vitalidad), el ensam-

blaje efectuado por el autor está lleno
de equilibrios:

«Los efectos del principio de sub-
sidiariedad alcanzan a todas las es-
feras de la vida social, en su aspecto
político y corporativo, en el sentido
de que la articulan orgánicamente y
relajan su tensión. Así como el prin-
cipio de solidaridad preserva la vida
social de la atomización del indivi-
dualismo, así también el principio
de subsidiariedad asegura Iás for-
mas sociales subordinadas y las cor-
poraciones, evita el totalitarismo es-
tatal. El principio de subsidiariedad
—afirma NELL-BREUNING— es la sen-

• tencia de muerte del Estado totali-
tario.»

La persona, vista desde su interioridad
más íntima, como es la conciencia y su
responsabilidad, con atinadas referen-
cias a la psicología, se nos presenta
en la tercera lección, en un intento de
generalizar lo que en nuestro país pa-
rece tener único tratamiento dentro de
la problemática penal, y si con esta
visión hay una cierta juridificación de
la conciencia, el mismo fenómeno se
produce frente a la moral, que adquiere
cierta exterioridad jurídica por la vía
de la «norma piloto» —distinta, por de-
nominación y definición, de la «norma
precepto»—, norma formante o matriz,
con la que debe conformarse toda con-
ducta (de la que ya habló MARITAIN).
Su obligatoriedad y vinculación es di-
ferente de la otra norma:

«... MÓDESTINO recoge la tradición
normativa en una fórmula que se
ha convertido en clásica: Legis vir-
tus haec est: imperare... (la virtud
básica de toda norma es imperar...).
La razón fundamental de la impera-
tividad es que hay un valor que
debe ser realizado en una conducta,
y la norma reconociendo el valor y
los disvalores contrarios preceptúa R
impone una determinada conducta
para la consecución del valor apre-
ciado.»
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Y es que la fuente de cada una de
tales normas varía, puesto que para esta
última, como ya señalamos, es la auto-
ridad, una autoridad que continuamente
tiene que ponerse en ejercicio y a prue-
ba, ya que se la discute no «tanto en
su alcance y formas en que se ejerce
—afirma LANSEBOS— cuanto los títulos
que puede invo.car para hacerse sen-
tir y la naturaleza que le correspon-
de». La autoridad no elimina la liber-
tad humana, ya que justamente ésta se
prueba respetando o no los mandatos
de aquélla o, lo que es lo mismo, obe-
deciendo o no el mandato inserto »?n
los preceptos normativos.

Lo anterior se completa con una vi-
sión juridificante de los usos que habi-
tualmente vienen llamándose sociales,
por cuanto eleva a la categoría norma-
tiva a dichos usos, bajo el predicado de
«normas socioempíricas», entre las que
incluye «los convencionalismos sociales»,
siguiendo ya la pauta de RADBRUCH, que
atribuyó a tales usos la condición de
«normas embrionarias», aunque simultá-
neamente también las vio como «unas
normas degeneradas» por c u a n t o se
veían privadas de las demás notas co-
munes a las verdaderas normas jurí-
dicas.

Prácticamente y desde su punto de
vista, que, aunque personal, no deja de
ser teórico, todo lo vulgarmente apoda-
do como 'normas^ —religiosas, econó-
micas, políticas, éticas, etc.— adquieren
juridicidad y, por tanto, entroncan con
el Derecho en sentido clásico. Creemos
que tal amplitud se hace en aras de la
docencia escolar, en un intento de po-
ner ante la- vista de los jóvenes cate-
cúmenos la múltiple relación axial exis-
tente entre todo el complejo mundo que
les rodea —también con un secreto pru-
rito de lograr mayor coactividad para
esas normas que, sin ser estrictamente
jurídicas, ayudan a la armonía social—.
El autor recurre para ello a la cita tan-
to de juristas como de filósofos, con lo
que casi sin querer incita a su postura
sin violencia, dada la convicción lógica
que los segundos suelen poner en sus

trabajos. No margina, por esto, el tra-
tamiento de las verdaderas «normas ju-
rídicas», a cuya teoría general dedica
parte de la obra. Su definición de tales
normas es una mezcla de influencias
españolas (DE CASTRO), tomistas y filo-
sóficas. Tras pasar revista a su inter-
pretación, clases y fuentes, analiza Jo
que sea el Derecho a través de sus ca-
racteres; en relación a uno de ellos,
como el de qué es «lo igual», transcribe
oportunamente a ARISTÓTELES en su Eti-
ca a Nicómaco:

«Si en toda acción puede darse el
más y el menos, debe también poder
darse la equidad y la igualdad. Si lo
injusto es lo desigual, el Derecho es
lo igual...»

Sobre la clasificación del Derecho
objetivo hace otra oportuna cita de
SNOUCK-HURCRONDK, por considerar que
si el Derecho fuera uno, seria por ser
un Derecho en estado de completo ro-
poso, que «... haría pensar en la inmo-
vilidad de un cementerio». Estas citas
u otras similares, reiteradas a lo largo
de la obra, confirman el método que se
emplea de hacer una exposición llena
de armonía y equilibrio sobre una base
más de deontología del Derecho que de
ciencia (basta ver la visión que se da
de la ley eterna como lo eterno, divino
o esencial que se contiene en las leyes
humanas); quizá en su atractivo re-
sida su peligro, porque así como el es-
tudiante primerizo puede sentirse sub-
yugado por mercancía tan adornada,
para el profesional o estudioso del De-
recho con algunos años, no todo será
tan bonito; al describir no se distingue
entre el «deber ser» y el «ser» (acaso
se piense que no es conveniente pertur-
bar la conciencia de las jóvenes voca-
ciones, que tan desengañadas se ven
después con una realidad en la que tan
descaradamente se manipula al Dere-
cho; véase sobre esto el feroz análisis de
B. BRECHT sobre un determinado proceso
en su obra £1 compromiso en literatura
y en arte, Ed. Península, 1973), y eso
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que, a pesar de dichas citas, en algunas
de ellas se refleja todo el pesimismo
sobre la condición humana y sus frutos
(entre ellos, el Derecho), como las de
los sofistas y algunos filósofos posterio-
res (en relación a LEIBNITZ creemos que
se tergiversa su pensamiento porque el
ius strictum generalmente no es el «jus-,
to», lo que se deduce de su separación
frente a la aequitas, comportamiento
frente a la Humanidad, mientras que
aquél sólo lo es frente al Estado). No
se recalca la nota de lo -justo», que
puede considerarse como fundamental
en la conceptuación del Derecho, ya
que, como escribiera el gran jurista ale-
mán RADBRUCH: «... no se puede definir
el Derecho, aun el Derecho positivo, de
otra manera que como un orden o insti-
tución que por su propio sentido está
determinado a servir a la justicia...»
(véase su obra Arbitrariedad legal y
Derecho supralegal, editada en Buenos
Aires, versión castellana, 1967). Porque
como casi inmediatamente ha de reco-
nocer, admitidas las distintas manifes-
taciones «jurídicas» en función de los
diversos campos de actuación, el Dere-
cho, en cualquiera de ellas, para ser
eficaz, tendrá que dejar algunos puris-
mos y admitir simultáneamente ciertos
compromisos:

•En este sentido, el Derecho posi-
tivo—afirma HÜBNER—"es la regu-
lación e x t e r n a de los actos, que
tiende a encauzar las relaciones hu-
manas dentro de un marco de orden,
justicia y respeto mutuo bajo la pre-
sión del poder social"; considerado
en los modernos Estados—sigue
HÜBNER—, "el Derecho representa
una complejísima maquinaria de po-
der y ordenación social..., formada
por organismos dinámicos de crea-
ción y aplicación de los preceptos
jurídicos y por órganos autoritarios
capaces de adoptar decisiones singu-
lares de validez legal obligatoria...".»

Con lo que se olvida aquello que es
consustancial con cualquier expresión

humana: todo es mezcla de idealismo
y realismo, de razón y sinrazón, de
justo e injusto (por algo se elogia a los
ingleses como arquetipos humanos, al
ser el pueblo, como ha dicho el filósofo
Julián MARÍAS, más pragmático y rea-
lista, a pesar de contar entre sus miem-
bros al autor de la mayor de las uto-
pias, como es Tomás MORO, y que admite
sin aspavientos, como una de las co-
sas más interesantes de la vida, las que
versan sobre temas filosóficos, tan poco
útiles para la mayoría de los mortales).
Para los que estimamos el esfuerzo des-
m:stificador de KEISEN, sabemos que el
Derecho es coacción y, por consiguien-
te, un aparato que le impone. Justa-
mente de este predominio entre los in-
gredientes del Derecho, de su aspecto
coactivo, derivan algunos, equivocada-
mente, la preferencia de alguna de sus
manifestaciones, como es el Derecho
administrativo, en t end ido torpemente,
casi identificado como el Derecho de
unos órganos o de un poder (el ejecu-
tivo o la Administración), lo que pa-
rece sobrentender DIFERNAN. Y es que
esa naturaleza humana, que es mezcla
de tantas cosas, es también motivo de
confusión sobre el Derecho, como si
éste, a diferencia de ella, tuviera que
ser sólo expresión de lo justo, cuando
ya desde tan antiguo se insistiera en
que su vertiente positiva, si lo es, »?s
porque es «mandado» e impuesto, por
lo que muy poco tiene de natural o de
eterno (a la postre, esto es lo que decía
escritor tan poco comprometido, como
diríamos hoy, como es Francisco SUÁREZ,
quien en una gran construcción lógica
señalaba la nota coactiva y de mandato
que tiene toda ley positiva, que se com-
pletaba tan maravillosamente con su
recurso a la condición intelectiva del
hombre, para quien la brusquedad del
mandato llega a perder fuerza, porque
su mente le hace admitir como bueno,
conveniente u oportuno aquello que sin
ella, y aun a su pesar, puede serle im-
puesto).

El autor va desmenuzando seguida-
mente las distintas clases de Derecho
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en sus variadas ramas, dándonos de
cada una de ellas su definición y sus
características —destaca su visión del
Derecho administrativo, tan defectuosa-
mente «aprehendido» por los privatis-
tas—, una vez sentada la separación
entre el Derecho público y el privado,
así como el marco histórico en que esta
separación va sufriendo mutaciones:
«... el Derecho público se integra por
los iura mayestática, en los que se des-
pliega la soberanía y sustituyen la iu-
risdictlone, que hasta entonces había
sido el concepto central constitutivo del
Derecho público». Entra después en un
estudio más concreto de lo que integra
en nuestros planes, la llamada «parte
general», analizando el Derecho en sus
vertientes objetiva —relación, situación
jurídica, justicia—y subjetiva—dere-
chos, facultades, potestades, capacidad,
etcétera—, con su típica impronta per-
sonal, tanto por la forma expositiva —en
muchas ocasiones nos parece oír la voz
del autor, así como nos imaginamos ser
uno de los alumnos asistentes a sus
clases— como por los diversos materia-
les que contienen, haciéndola fluida, a
base de mención de fuentes de diversa
procedencia, a modo enciclopedista, que
ameniza el repaso; al enfrentarse con
el derecho subjetivo, alude a Plutarco,
quien con su frase 'lure auo agere,
summo iure agzre (ejercitar su derecho
es el mayor de los derechos)», nos da
una extraordinaria síntesis conceptual
de lo que tal derecho es, que, con RE-
CASÉNS SICHES, ve también desde un tri-
ple significado, considerando como uno
de ellos aquel que rigurosamente no
es tal, ya que frente a él se levanta
entonces únicamente un deber absoluto
de «no hacer» como es lo que corres-
ponde a -mi pretendido «derecho de an-
dar por la calle» (ejemplo que tantas
connotaciones tiene para los adminis-
trativistas). A través de él, el orden
jurídico adquiere consistencia y esta-
bilidad:

«Constituye (el derecho subjetivo)
una realidad jurídica defendible, que

se impone al respeto general por el
juego de las acciones y del Derecho
penal, cuyo mismo reconocimiento
puede ser sancionado por la acción
de jactancia. Es un elemento de es-
tabilidad social que se defiende in-
cluso frente a los cambios de legis-
lación, como en el caso de los dere-
chos adquiridos.»

Se desciende después al examen de
los actos humanos, lo mismo que a las
circunstancias extrahumanas con algu-
na influencia en la producción jurídica,
a manera de sus condicionantes, enca-
jándolas en una disciplina sin alumnos
por nuestras latitudes, como es la «et-
nología jurídica», dedicando toda la úl-
tima parte de la obra a la viabilidad
de la justicia, siendo, creemos, los es-
fuerzos del autor verdaderamente in-
tensos para probarlo, resaltando su en-
garce con el Derecho, a fin de que éste
tenga cierta consistencia, para lo que
todo el mundo tiene una pregunta:
¿para qué serviría el Derecho si no
fuera justo?;- ¿puede hablarse verdade-
ramente de Derecho para el así califi-
cado y no justo? Hay una abundante
y reiterada cita con objeto de producir
la convicción —incluso recurriendo a
cierta lógica de base deductiva, cómo
es la comparación con el ejemplo de la
recta; el hecho de que sea difícil trazar
una recta no es inconveniente para ne-
gar la existencia de tal recta, en !a
que creemos de modo absoluto, lo que,
aplicado a la justicia, viene a decir que
las negaciones concretas y diarias de
la justicia nada significan contra su
existencia, comparación sobre la que
habría mucho que hablar y que retorna
la cuestión al terreno de los deseos y
de los idealismos de que la justicia
existe para que, sobre todo el estu-
diante de Derecho, no entienda, des-
alentado desde las primeras lecciones,
en lo utópico de su destino y su pro-
fesión, abocado al reconocimiento de un
Derecho y una norma, sobre cuya «rec-
titud» duda o tiene sus interrogantes
(práctica y expresamente viene a iden-
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tincar la justicia con la rectitud, por
lo que «lo justo» y «lo recto» son ex-
presiones sinónimas). Tal propósito ns
elogiable, como lo es en general toda
una obra que aparece como inspirada
por una idea-fuerza de gran atracción:
la necesidad del Derecho tanto para el
individuo como para la sociedad, lo que,
aunque parezca obvio, no deja de ser
una requisitoria en unos tiempos tan
inclinados para la componenda y la ma-
nipulación (al menos, en algunas socie-
dades, en donde ni los administradores
quieren oir hablar de Derecho adminis-
trativo, por lo que les simboliza de
limitación a sus anheladas facultades
discrescionales, ni los administrados
quferen ser los únicos cumplidores de
unas normas que, según ellos, no les
garantizan con exceso la defensa de sus
privilegios). Quizá un lector realista en-
contraría excesivas las disquisiciones y
argumentos en pro de una justicia cuyo
ideal no debe dejar de guiarnos, como
le ha guiado al autor, para dar corpo-
reidad a una obra como la presente,
en donde el Derecho brilla a tan gran
altura para todos los que a él se acer-
can para iniciar su aprendizaje.

V. R. VÁZQUEZ DE PRADA

GARCÍA - PELATO, Manuel: Burocracia y
tecnocracia y otros escritos, Ed. Alian-
za Universidad, Madrid, 1974, 220 pp.

1. La Colección «Alianza Universi-
dad», que nos viene brindando obras
de primera calidad sobre todos los cam-
pos del saber científico, se enriquece
ahora notablemente con esta publica-
ción del profesor GARCÍA-PELAYO, figura
señera en la ciencia politica y en la
historia del pensamiento político y, en
definitiva, en el Derecho público.

El profesor de la Universidad de Ca-
racas cuenta en su haber con una obra
fecunda, en la que concurren la pro-
fundidad y honestidad intelectual del
investigador con la finura analítica y
la claridad expositiva del maestro. A
su sólida formación filosófica (no en

vano fue profesor de Filosofía del De-
recho en nuestra vieja Universidad Cen-
tral) une un conocimiento de primera
mano de los iuspublicistas alemanes clá-
sicos de la Staatslehre (cursó estudios
en varias Universidades alemanas y en
la de Viena) y ocupa un lugar desta-
cable entre nuestros politólogos actua-
les. A su etapa de colaborador asiduo
e inspirador de la «Revista de Estudios
Po'íticos» debemos monografías de sin-
gular relieve, como El estamento de la
nobleza en el despotismo ilustrado es-
pañol y La teoría social de la fisiocra-
cia (ambas publicadas en «Moneda y
Crédito»), La teoría de la sociedad en
Lorenz von Stein, La constitución esta-
mental y la importante colaboración en
la «Nueva Enciclopedia Jurídica SEIX»,
voz Derecho público.

Posteriormente fue profesor de la Uni-
versidad de Buenos Aires, de la de
Puerto Rico, donde escribió una de las
obras que mejor compendian las cuali-
dades antes señaladas: El reino de Dios,
arquetipo político, Estudio sobre las for-
mas políticas de la Alta Edad Media,
que puede ser calificado sin exceso como
modelo de pulcritud y precisión metó-
dicas.

En 1958 llega a Venezuela, donde es
nombrado director del Instituto de Es-
tudios Políticos de la Universidad Cen-
tral, puesto que prestigia con investiga-
ciones tales como La Corona. Estudio
sobre un símbolo y un concepto polí-
tico, La idea medieval del Derecho,
Federico 11 de Suabiq y el nacimiento
del Estado moderno, Sobre las razones
históricas de la razón de Estado (parte
de un trabajo introductorio a la publi-
cación de La razón de Estado, de G. BO-
TERO) y El buen y el mal gobierno. Es-
tos artículos serían luego reunidos en
un solo volumen, de amplia difusión
entre nosotros, bajo el título Del mito
y de IQ. razón en la historia del pensa-
miento pQlitico. Su merecido prestigio
como investigador y maestro le hace
acreedor de la investidura de Doctor
honoris causo, de la citada Universidad
Central de Venezuela e incluso de dis-
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tinciones nacionales tan señaladas como
la Orden de Francisco Miranda y de
Andrés Bello.

Aunque no es el momento ni el lugar
oportuno para comentar su excelente
Derecho constitucional comparado, pieza
insustituible en la mesa de todo cons-
titucionalista e incluso de cualquier ju-
rista preocupado por los grandes temas
del Derecho público (concepto, método
y estructura), creo que merece un lu-
gar destacado como obra didáctica y
de consulta, cuya mención, por consi-
guiente, no puede ser omitida. Sí cabe,
en cambio, expresar un desiderátum:
la perfección de esta obra, en el senti-
do de completar el estudio de los regí-
menes democráticos liberales con el de
los regímenes socialistas y autoritarios.
Esta laguna ha sido parcialmente cu-
bierta con el artículo Supuestos estruc-
turales de ÍQS sistemas político-constitu-
cionales de los países socialistas, que
integra el libro objeto de la presente
recensión.

2. Burocracia y tecnocracia y otros
escritos agrupa cuatro ensayos, cuya
unidad temática consiste en el trata-
miento estructural de una problemática
surgida en el seno del Estado contempo-
ráneo: los módulos organizativos del
subsistema tecno-burocrático y de otras
estructuras jurídicas intraestatales, así
como sus relaciones dialécticas con el
conjunto y los demás elementos compo-
nentes de éste. Tales ensayos responden
a los siguientes títulos: Burocracia y tec-
nocracia, La critica de la burocracia en
Marx y Engels, Supuestos estructurales
de los sistemas político-constitucionales
de los países socialistas, ya consignado,
y Ordenación y organización.

Como indica el propio autor, el pri-
mero de los trabajos citados tiene como
finalidad «mostrar algunos de los efec-
tos de la civilización tecnológica sobre
el sistema político y especialmente FO-
bre el nacimiento y expansión de la
tecnocracia»; sus objetivos, «tratar de
establecer una distinción entre buro-
cracia y tecnocracia desde el punto de
vista político y más concretamente des-

de el punto de vista de la estructura
estatal; determinar las razones históri-
cas del crecimiento de la tecnocracia,
a la que consideramos como sobrepro-
ducto de la civilización tecnológica;
mostrar sus posibles articulaciones con
la burocracia; establecer ciertos mode-
los de relación entre el político y el téc-
nico y desarrollar otros sobre su inte-
gración con distintos regímenes polí-
ticos».

Para ello comienza por delimitar «I
concepto de burocracia (como sistema
de gestión y como cuerpo o conjunto
institucional), la relación entre admi-
nistración bucrocrática y forma política
y el tipo de racionalidad que correspon-
de al sistema burocrático. Estas consi-
deraciones preliminares sirven como
base de partida y factor de contraste
para el estudio de la tecnocracia.

En la segunda parte se abordan los
supuestos y condiciones del surgimiento
de la tecnocracia como una estructura
da poder, en la cual los técnicos con-
dicionan o determinan la toma de de-
cisiones;, ello supone la presencia de
una nueva «clase política», que com-
prende no sólo a los técnicos del pro-
ceso productivo, sino también a los
especialistas en teoría y práctica de
sistemas.

El supuesto capital para la aparición
en escena histórica de la tecnocracia es
la civilización tecnológica surgida, de
un lado, de la unidad entre la inves-
tigación teórica y la técnica, y de otro,
de la explotación de sus posibilidades
por los intereses económicos y por ol
poder político. El profesor GARCÍA-PELAYO
realiza un brillante análisis de la civili-
zación dominante en nuestra época, con-
traponiendo sus fenómenos de infraes-
tructura a los de supraestructura, cuya
relación dialéctica viene dada no por
una causalidad lineal, sino circular, esto
es, por retroacción. En cuanto a la in-
fraestructura, la aludida unidad de ¡a
ciencia y la técnica comporta no sólo
la exigencia de que los procedimientos
técnicos hayan de sustentarse sobre las
investigaciones científicas, sino también
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la transferencia a las ciencias de !os
conceptos operativos y métodos propios
de aquéllos, y por otra parte, el naci-
miento de las ciencias multisectoriales
o pluridisciplinarias, coronadas por una
teoría general de sistemas. Este pro-
ceso es correlativo a la abolición de
fronteras entre la expansión económica
y la expansión tecnológica, entre la ca-
pacidad tecnológica de un pueblo y su
poder político, y fundamentalmente en-
tre la estructura tecnoeconómica y la
estructura institucional-estatal, de for-
ma que el campo institucional tiende
a adquirir la misma estructura mulü-
sectorial que el campo científico.

Ahora bien, el incremento de capaci-
dad de las máquinas y de los ámbitos
de su función, que supone el correlativo
desplazamiento y sustitución no sólo
del esfuerzo muscular, sino también del
esfuerzo y los procesos mentales, tiene
una inmediata repercusión que no te
limita al campo de la actividad tecno-
económica, sino que se extiende a la
totalidad de los aspectos vitales; opera
sobre el conjunto de actividades de to-
dos los seres humanos que viven en
contacto con artefactos. Se constituye,
pues, una nueva realidad objetiva que
se resiste tan duramente como la reali-
dad natural, de modo que nos habría-
mos liberado de la coerción natural
para caer en la coerción del sistema
tecnológico. Tales instrumentalidades
técnicas están articuladas a nosotros
en una relación cuasi orgánica bajo la
dependencia de un sistema.

Esta segunda realidad o segunda na-
turaleza da origen a una específica le-
galidad, es decir, a un conjunto de
relaciones necesarias, definida como «le-
galidad cosificada». Existe un condicio-
namiento recíproco entre el hombre y
los artefactos, una mutua interacción
(feedback): «... estamos ante un logos
tecnológico global que integra al hom-
bre mismo en su estructura como uno
de sus componentes y que le somete a
su propia legalidad tanto en la dimen-
sión diacrónica (puesto que se desarro-
lla siguiendo su propia dialéctica) como

en la dimensión sincrónica (puesto que
condiciona, cuando no determina, las
estructuras vitales en un momento
dado)».

Sobre este nivel descrito se eleva una
superestructura «constituida por la
transmutación del fáctum tecnológico
en formas conscientes o inconscientes
de percepción y de pensamiento», es
decir, por la proyección de la infraes-
tructura en formas y contenidos men-
tales: la aparición de una nueva idea
de realidad referida a lo que es compro-
bable empíricamente, a lo cuantificable,
a lo operacionable o manipulable, a lo
útil o funcional para el mantenimiento
de un sistema. De ahi que el concepto
de sistema, en cuanto instrumento men-
tal definido por la inteligencia para cap-
tar y controlar la realidad, se convierta
en concepto central.

El penetrante análisis realizado por
el autor sobre la civilización tecnológica
en los planos infra y supraestructural
facilita la comprensión de las diversas
conexiones de ésta con el orden político.
Tras constatar el desplazamiento de
la base y de los métodos del ejercicio
del poder (en el sentido de que la
dominación sobre las personas deja de
ser directa para pasar a estar media-
tizada por la dominación sobre las cosas
o, más concretamente, por la domina-
ción de los sistemas a los que se articu-
lan las cosas y las personas), subraya la
necesidad de que el marco político ins-
titucional adapte su estructura a las
estructuras constantemente cambiantes
de la sociedad.

En el desarrollo de este proceso per-
manente y funcional de adaptación .ob-
serva el profesor GARCÍA-PELAYO la pro-
ducción de los siguientes fenómenos:
1) la asunción por el Estado, como una
de sus funciones, de la regulación y
promoción de la tecnología, dándose el
proceso de retroacción antes aludido,
en cuanto ésta es condición del poder
político y a su vez el Estado es con-
dición para el desarrollo tecnológico-,
2) el impacto de la tecnología en las
relaciones interestatales; 3) la aparición
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de un nuevo principio de legitimidad,
que el autor denomina «legitimidad fun-
cional», el cual abre la posibilidad de
encubrir intereses de cualquier índole
bajo el manto de la eficacia técnica y
de justificar la marginación o represión
de problemas incómodos para el siste-
ma, so capa de su disfuncionalidad;
4) la aparición de métodos de decisión
y gestión distintos de los métodos buro-
cráticos tradicionales, designados como
•tecno-estructura» y «ad-ocracia», que
implican un desplazamiento de la com-
petencia jurídica por la competencia
técnica y de las atribuciones de las
autoridades o instancias formal y per-
manentemente establecidas por las fun-
ciones de unos grupos de especialistas,
a los que se encomiendan misiones se-
gún necesidades cambiantes; 5) la pro-
yección de la infraestructura sobre la
teoría social y política ha originado la
tendencia hegemónica en el campo de
las ciencias políticas de la perspectiva
behaviorista y los esquemas estructural-
funcionalista y/o cibernético, como ex-
presivos de la praxis política de nuestra
época, en la que parece renunciarse a
todo factor axiológico y marginar todo
elemento ideológico que disturbe el me-
canismo y sea disfuncional para el man-
tenimiento del sistema, si bien el cono-
cimiento del modelo funcionalista puede
proporcionar a una actitud crítica ra-
cionalmente orientada al conocimiento
de las claves del funcionamiento de un
sistema concreto como condición para
actuar frente a él; 6) la creciente vi-
gencia de un nuevo tipo de hombre
político, el «político manipulador», cu-
yos rasgos se trazan certeramente.

A cotinuación se formulan las notas
comunes y diferenciales más importan-
tes entre la buroestructura y la tecno-
estructura, de las que se ofrece un es-
quema diáfano en la primera parte a
propósito de la racionalidad del sistema
burocrático.

Finalmente, el profesor de la Univer-
sidad de Caracas analiza dos sistemas
de modelos: en el primero establece en
términos generalizados las modalidades

típicas de la relación entre el político
y el técnico: el modelo tecnocrático
puro, el decisionista-tecnológico y el
pragmático. En el segundo nos ofrece
una excelente síntesis de las formas de
la articulación de la tecnocracia a dis-
tintos regímenes políticos (la tecnode-
mocracia, el tecnoautoritarismo y el tec-
no-socialismo), que constituye, a mi en-
tender, la manifestación más palmaria
de su genio investigador en cuanto sus
amplios y sólidos conocimientos en el
campo del constitucionalismo y de la
ciencia política no constituyen un des-
pliegue de erudición abrumadora (pese
a la densidad de citas y la vasta y
reciente bibliografía manejada por el
autor), sino el instrumental preciso para
fundamentar con su aguda intuición las
características estructurales del mismo
fenómeno tecnocrático, presente en los
cuadros institucionales de los diferentes
sistemas políticos de la actualidad.

La imagen transmitida de los sistemas
burocrático y tecnocrático de las socie-
dades contemporáneas se completa con
dos anexos sobre El sistema burocráti-
co de la China clásica y Los mamelucos
egipcios, respectivamente, que amplían
el horizonte histórico-espacial a siste-
mas históricos no occidentales propios
de culturas desarrolladas para brindar-
nos una comprensión clara y distinta
del tema estudiado.

3. El segundo artículo incluido en el
libro, La critica de la bucrocracia en
Marx y Engels, es un estudio del pro-
blema bucrocrático bajo una nueva pers-
pectiva, partiendo de las reflexiones de
Marx sobre la situación de Prusia, que
«no sólo era el país donde más avan-
zada estaba la estructura bucrocrática
en el sentido típico-ideal, sino también
un país en cuya formación y consolida-
ción la bucrocracia había tenido una
importancia verdaderamente decisiva».
La relevancia del texto de Marx, Kritik
des Hegelschen Staatsrecht, radica no
sólo en contener el análisis más profun-
do realizado por él sobre el espíritu y
la dialéctica de la bucrocracia, sino tam-
bién en el hecho de no haber sido
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publicado hasta hace escasamente cin-
cuenta años, por lo que no ha influido
en la formación de la tradición marxista
sobre el tema, y, sin embargo, sus cri-
terios coinciden en buena parte con la
critica hecha a la bucrocracia socialista
por, los revisionistas de nuestro tiempo
dentro del propio campo socialista.

Sobre estas consideraciones se eleva
el profesor GARCÍA-PELAYO para llevar a
cabo su propia critica sobre la estruc-
turación de la bucrocracia como corpo-
ración en el seno del propio Estado. El
análisis sobre el poder de la bucrocra-
cia, sobre las oposiciones como sistema
de reclutamiento (el examen es «el re-
conocimiento oficial de la transustancia-
lización del saber profano en saber sa-
grado y de un saber que tiene la fun-
ción de segregar determinadas personas
del conjunto de la sociedad, poniéndolas
al servicio del Estado y oponiéndolas
a la sociedad civil como un poder ex-
terior a ella...; se trata de un saber
formal..., pero que se transforma en po-
der efectivo»); su tratamiento de -a
transformación de la bucrocracia, que,
nacida como instrumento del Estado
para servir los intereses generales, se
apropia para sí del Estado, convirtién-
dolo en su propiedad privada, son re-
flexiones tan certeras como válidas para
la realidad española.

Su conclusión final merece ser subra-
yada: «la bucrocracia dejará de tener
vigencia cuando la sociedad esté capa-
citada para asumir directamente las
funciones políticas y para encontrar las
formas adecuadas de su autogobierno».

4. El tercer artículo de la obra que
se recensiona responde fielmente a su
enunciado: Supuestos estructurales de
los sistemas político-constitucionales de
los países socialistas. Aunque aparente-
mente se separa de la línea temática
seguida en los dos anteriores, conserva
una continuidad no sólo formal, en
cuanto el método utilizado es el mismo,
sino también sustancial, ya que, como
el lector podrá observar, uno dé los ele-
mentos característicos del sistema es la
burocracia del partido. Se trata de una

brillante y sugestiva aportación doctri-
nal del autor, que construye un modelo
en una línea estructuralista, mediante
el cual la realidad empírica estudiada
se reduce a un sistema de relaciones
subyacentes, válidas para todos los sec-
tores y niveles del conjunto, es decir,
la comunidad de los Estados socialistas
europeos.

Estas relaciones, que posibilitan la
comprensión de la estructura y el fun-
cionamiento de dichos regímenes, así
como de las mutaciones producidas en
ellos, son clasificadas por el autor tn
tres grupos: i) relaciones de identifi-
cación o hipostatización; 2) relaciones
hegemónicas, y 3) relaciones de trans-
misión y control.

Se denomina relación de hipostatiza-
ción a la cosificación de entidades ge-
néricas o abstractas en una realidad
concreta o, dicho de otro modo, la mo-
nopolización por una parte integrante
de las propiedades y atributos de la
totalidad. Las relaciones examinadas son
las siguientes: hipostatización del mar-
xismo como método y teoría de la so-
ciedad en el marxismo institucionaliza-
do; hipostatización de la comunidad
de Estados socialistas en la Unión So-
viética; hipostatización del pueblo en
las clases trabajadoras y de éstas en la
clase obrera; finalmente, hipostatiza-
ción de la clase obrera en el partido
único o hegemónico y de éste en sus
niveles dirigentes.

La hegemonía es una relación de di-
rección y seguimiento establecida entre
dos sujetos.- el hegemón, que dirige, y
el séquito, que es dirigido, la cual que-
da concretada en el influjo preponde-
rante y decisivo del primero sobre el
segundo. Las relaciones de hegemonía
producidas son un correlato político de
las de hipostatización.

Finalmente, las relaciones de trans-
misión y. control significan la traducción
de las relaciones hegemónicas en tér-
minos de opéracionalización. Para es-
clarecer este punto, el profesor GABCÍA-
PELAYO establece una oportuna distinción
entre «poder» y «energía», con la preci-
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sión y la destreza que le caracterizan.
Quizá uno de los méritos más aprecia-
bles globalmente de toda la obra radi-
que en demostrar, por la persuasión del
razonamiento y la fluidez de la argu-
mentación, que no hay tema arduo que
no se desglose en una serle de temas
aparentemente sencillos.

Conectado con el tema apasionante de
las relaciones de transmisión, como con-
densación del poder en una organiza-
ción y conversión de las demás entida-
des en meros centros productores de
energía para ser utilizados por la pri-
mera, el autor analiza en concreto PI
desarrollo de estas relaciones a través
de una institución típica de las demo-
cracias populares: el Frente Único c
Frente Popular, desvelando con una
claridad meridiana los resortes utiliza-
dos por el partido, como nivel hegemó-
nico, para mantener la efectividad de
su control sobre todo el sistema po-
lítico.

5. El. último escrito, extraordinaria-
mente sugerente, que nos da la clave
de gran parte de la producción científi-
ca del profesor español de Caracas se
titula Ordenación y organización.

Orden y estructura son términos equi-
valentes que hacen referencia a «una
totalidad compuesta por una pluralidad
de componentes unidos e intercondicio-
nados entre sí a través de un sistema
relativamente estable de relaciones y/o
conexiones de sentido, y dentro de cuyo
ámbito los actos tienen una significación
dada por la dialéctica de sus relaciones
con el todo y con los demás compo-
nentes» (vid. GARCÍA-PELAYO: Tipos repre-
sentativos. Una contribución al estudio
de las modalidades tipológicas, en «Es-
tudios de Ciencia Política y Sociología»,
homenaje al profesor Carlos OLLERO.
Madrid, 1972, p. 216).

Pues bien, según que la racionalidad
que' constituye y preside un orden sea
previa o inmanente a la misma realidad
ordenada, distingue el autor dos for-
mas, las ya señaladas con los nombres
de organización y ordenación. «La or-

ganización pretende ordenar las cosas
sometiéndolas a un plan o modelo ar-
quetipico previamente concebido. En la
ordenación, en cambio, el orden no tie-
ne un modelo previo, pues la praxis
no sigue a la formulación, sino la for-
mulación (si la hay) a la praxis.»

Estas amplias categorías estructurales
son conectadas con conceptos tan caros
al Derecho como normalidad y norma-
tividad, validez y vigencia, para pre-
sentarnos un cuadro abstracto de la tra-
ma sustancial de la realidad jurídica
y social.

Organización y ordenación son dos
modelos o tipos ideales con una función
analítica, que pueden convivir o combi-
narse en una estructura real dada; por
eso el autor analiza las relaciones entre
ambos, cuyo carácter es eminentemente
dialéctico: no son términos separados,
sino puntos polares de un continuum
que tienden a transformarse recíproca-
mente.

Las aplicaciones del método estruc-
turalista y dialéctico son muy numero-
sas y de una utilidad innegable en el
ámbito de las ciencias sociales. Como
botón de muestra, el autor finaliza este
jugoso artículo con una aplicación al
desarrollo cultural sumamente aleccio-
nadora no sólo desde el punto de vista
histórico, sino también desde el punto
de vista conceptual.

Jesús L. DE ALBA

GONZÁLEZ GRIMALDO, M. Carmelo: El or-

denamiento jurídico del deporte, Edi-
torial Civitas, Madrid, 1974, 285 pp.

1. La dimensión jurídica del deporte
ha permanecido hasta hace poco prác-
ticamente en la oscuridad. Algunos ar-
tículos de revistas especializadas y cier-
tos sabrosos comentarios aparecidos en
los periódicos, rozando un tanto super-
ficialmente aquella dimensión han em-
pezado a abrir brecha, constituyéndose
asi como tímidas manifestaciones de una
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incipiente preocupación por la proble-
mática jurídica del sector deportivo. In-
cipiente preocupación que, más o me-
nos conscientemente y con mejor o peor
for.tuna, venía a insertarse en la que
—para otras técnicas— el profesor GAR-
CÍA DE ENTERRÍA acuñó gráficamente
como «lucha actual por el Derecho» (1).

Falta mucho, empero, por lograr. La
situación en que se encuentran los
planteamientos jurídicos del sector de-
portivo parece fiel reflejo de lo que ocu-
rre a nivel de praxis. Dejando de lado
en este comentario otros enfoques de
indiscutible interés, como sería, por
ejemplo, el sociológico —en el que Ccomo
ha recordado P. COSTA en el núm. 155
de la revista «Cambio 16»), podrían
alinearse, sin duda, los nombres de VILA
REYES, ALONSO FARIÑA y RODRÍGUEZ LÓPEZ
(los tres, presidentes de clubs deporti-
vos, relacionados con oscuros problemas
de justicia)— o el cultural, uno de cuyos
vacíos más significativos a partir de la
posguerra española ha sido rellenado
por el deporte, bajo los estímulos o,
por lo menos, con la complicidad del
poder establecido, el planteamiento ju-
rídico del deporte ha sido sistemática-
mente desconocido. Durante varias dé-
cadas, el ciudadano español ha carecido
de una información mínima, seria y
responsable, objetiva y sincera acerca
de los problemas que ante el Derecho
presentaba la organización y el régimen
de lo deportivo. Una serie no exhaustiva
de inquietudes marginales—el «tira y
afloja» de relevos de cargos directivos,
los tópicos sobre nuestra inferioridad-
superioridad deportiva (según los casos)
respecto de órbitas foráneas, la debatida
y reconocidísima carencia de instalacio-
nes para la práctica del deporte, etc.—
ha servido muy eficazmente para cola-
borar a que —como dice T. R. FERNÁN-
DEZ en el prólogo—los oídos de los ju-

(II Cfr. la primera frase de su discurso
de ingreso en la Real Academia de Jurispru-
dencia y Legislación, leído el 16 de marzo
de 1970, con ei título de «Legislación dele-
gada y control judicial», e incluido en su
libro—de donde recojo la cita— Legislación
delegada, potestad reglamentaria y control
judicial. Ed. Tecnos, Madrid, 1970, p. 3.

ristas estuvieran taponados en este
orden de cosas, y ha sido utilizada
certeramente para infravalorar la im-
portancia del deporte en nuestro con-
texto social. El libro de Mariano C. GON-
ZÁLEZ GRIMALDO que me dispongo a co-
mentar trata de reducir esa «conscien-
te o inconsciente infravaloración del
deporte en nuestro contexto social»,
porque ahí gravita el principal proble-
ma del deporte español desde la pers-
pectiva científica. A partir de ahora me
atrevo a pronosticar que será difícil
continuar desdeñando —ésa es la pala-
bra adecuada—la temática juridico-de-
portiva. A partir de este libro me pa-
rece que será imprescindible para el
jurista, cualquiera que sea su campo
concreto de actuación, buscar el hueco
apropiado para incluir en su acervo
epistemológico la temática deportiva.
Los datos y el análisis que sobre ellos
realiza M. Carmelo GONZÁLEZ GRIMAIDO
muestran una sincera preocupación de)
autor por la búsqueda de los motivos y
consecuencias que han provocado esa
•situación patológica» en la que se en-
cuentra el deporte desde la perspectiva
jurídica.

¿Qué ha ocurrido para que el jurista
se haya desentendido tradicionalmente
del análisis de esta temática? ¿Qué fac-
tores han podido coadyuvar al desem-
polvamiento de este sector oculto? ¿En
qué términos de estricta juridicidad po-
dría expresarse esa «patológica situa-
ción» en la que, desde el punto de vista
del autor, se encuentra el deporte es-
pañol?

Las respuestas a estos interrogantes
no pueden darse simplistamente. El li-
bro de GONZÁLEZ GRIMALDO, que fue en
su origen la tesis doctoral del autor,
no supone tanto la búsqueda de las
respuestas como el planteamiento de
una situación a superar. Por un lado,
hay que contar con el esteticismo o
academicismo de la docencia e investi-
gación universitarias, elemento que no
es fácil desenganchar del acostumbrado
desdén por los temas considerados mar-
ginales. Por otro lado, la organización
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oficialista del deporte en España, al
menos desde la finalización de la guerra
civil, y su régimen exorbitante del De-
recho común han determinado que aquél
fuese considerado tema «tabú» y provo-
cado que sistemáticamente fuese des-
plazado de todos los programas de las
disciplinas jurídicas de la docencia uni-
versitaria. Así las cosas, no resulta tan
extraño que, salvo algunos trabajos es-
pecíficos, casi todos ellos realizados
desde la óptica laboralista (2), el libro
que comento pueda calificarse como
pionero en el panorama jurídico de la
organización y régimen del deporte es-
pañol. La gráfica frase con que resume
Tomás R. FERNÁNDEZ, prologante de la
obra, esta especie de silencio desespe-
ranzador que contornea la vertiente
jurídica del deporte, en el sentido de
que «todos estos temas —veladamente,
por supuesto, y sin el eco que merecen
por aquello de los intereses— han em-
pezado a saltar a la calle y dentro
de poco ya no habrá tapones suficiente-
mente gruesos como para impedir que
lleguen a todos los oídos», se convierte
así, de pronóstico, en una esperanzado-
ra realidad.

2. La organización y régimen oficia-
lista del sector deportivo empieza a
mostrar quiebras importantes. No tan-
to porque tal organización y régimen
sean «fruto de una época y de unas
ideas que, aún presentes en normas
jurídicas, se hallan periclitadas en el
contexto social en que vivimos» —según
advierte GONZÁLEZ GRIMALPO (vid. p. 127)—
como porque, en mi opinión, ha bastado
un análisis en profundidad para demos-
trar que esas importantes quiebras eran
subyacentes en una y otro desde el prin-
cipio de su adopción. Sin perjuicio de
ulteriores investigaciones de detalle, el
libro comentado viene a poner de relie-
ve con gran acierto cuáles son esas
quiebras.

Antes de pasar, sin embargo, al aná-
lisis concreto de ese estado de cosas,
conviene insistir, a la búsqueda de res-
puestas válidas a los interrogantes pro-
puestos, en la serie de factores que han
coadyuvado al desempolvamiento de este
sector oculto del deporte. Para mí resul-
ta decisivo, por una parte, el plantea-
miento actual de la tensión Movimiento-
organización, Movimiento-comunión (3).
Residenciado todo lo que se refiere *1
deporte en los cuadros organizativos y
burocráticos del Movimiento, desde que
el Decreto de 22 de febrero de 1941
transformó la originaria competencia de
la Administración estatal sobre el de-
porte y la encomendó a Falange Espa-
ñola, cualquier quiebra que afecte a
aquella estructura repercutirá forzosa-
mente sobre los sectores a ella enco-
mendados. Por esta razón también, como
veremos más ampliamente luego, la pro-
mulgación de la Ley Orgánica del Es-
tado ha venido a alterar, al menos desde
el ángulo teórico, algunos de los tradi-
cionales —forzoso es decir que hay que
entender el término referido al régimen
de] n u e v o Estado español—reductos
exentos o separados del contexto norm.il
del enjuiciamiento jurisdiccional de las
controversias individuales y colectivas.
Por último, y con carácter más pragmá-
tico, los recientes conflictos suscitados
entre deportistas y clubs e incluso entre
aquéllos y el órgano rector del deporte
español (4), a los que cierta jurispru-

(2) En este sentido, el libro de CABRERA
BAZÁN El contrato de trabajo deportivo, Ma-
drid, 1961, y el articulo de Luis Enrique DE
LA VILLA GIL «LOS deportistas y el Derecho
del trabajo», publicado en el tercer tomo de
los Estudios en homenaje al profesor López
Rodó, Madrid. 1972, pp. 505-528.

(3) Sobre este punto, cfr, por todos, el
libro de J. DE ESTEBAN y colaboradores Des-
arrollo político y constitución española. Edi-
ciones Ariel, Barcelona, 1973, pp. 256 y ss.

(4) Nos recuerda a este respecto T. R. FER-
.NAKDEZ, en el prólogo de la obra comentada,
los «casos Zubiarrain y Mendoza» como pro-
totipos de la ruptura de «barreras artificiales
que mantenían al deporte al margen de los
cauces generales que definen todo Estado de
derecho».

Habría que mencionar una larga lista do
•casos» que no han merecido los honores de
la prensa deportiva y que, como aquéllos,
han encontrado cercenadas las vías de garan-
tía jurisdiccional, con el agravante de que.
habida cuenta de su -ínfimo interés econó-
mico», ni siquiera han trascendido de las
simples protestas de tertulia o, como mu-
cho, de la plañidera queja a nivel de co-
rrespondencia periodística y revisteril. Son
ilustrativos, por citar algún supuesto que co-
nozco, los casos de los deportistas sanciona-
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ciencia recogida por el autor (y aireada
por los medios informativos) ha dado
respuestas totalmente diferentes de las
hasta ahora utilizadas, es también un
factor coadyuvante en el nuevo enfo-
que de la temática juridico-deportiva.
Conviene advertir, sin embargo, que los
condicionamientos normativos subsisten
en la esfera deportiva y que sólo con
análisis como el realizado por GONZÁLEZ
GRIMALDO será posible reformar aquéllos
por la vía de la práctica. En esta linea
hay que entender la pretensión del au-
tor, que muy significativamente rotula
la segunda parte del libro como «Ensayo
de sistematización de los perfiles insti-
tucionales del ordenamiento jurídico-de-
portivc».

3. Para dar una respuesta al tercero
de los interrogantes antes planteados
vale la pena ya pasar al comentario
del libro de GONZÁLEZ GRIMALDO. ¿En qué
términos de estricta juridicidad —me
preguntaba— podría expresarse esa «pa-
tológica situación» que colorea al depor-
te español en su vertiente jurídica? De-
jando al margen aspectos de escaso re-
lieve, el análisis del autor se centra
en varias cuestiones, en torno a las cua-
les gravitan los problemas jurídicos del
deporte. Por un lado, la renuncia de la
Administración a las competencias jurí-
dico-deportivas y la consiguiente enco-
mienda a órganos no incardinados en
aquélla; por otro lado, el peculiar en-
foque que el «ordenamiento» jurídico-
deportivo proporciona a las vías de ga-

dos en relación con la Universiada celebrada
últimamente en Moscú, o el del arbitro de
un encuentro de fútbol regional privado de
sus derechos durante veinticinco años, o el
del arbitro de un encuentro de fútbol de pri-
mera división al que un alcalde impuso una
sanción de orden público con motivo de una
supuestamente «desdichada actuación» que
produjo alteraciones del orden, o, muy re-
cientemente, el del «arquero» a quien, por
pedir cuentas económicas en un viaje fede-
rativo, su Federación le sancionó con una
separación durante cinco años de las activi-
dades deportivas propias de aquélla (vid. so-
bre este último caso la queja plañidera del
sancionado en una carta que dirigió a la re-
vista «Sábado Gráfico», núm. 903. Luego me
referiré a la respuesta —curiosa y significa-
tiva muestra de la «patología» a que alude
GONZÁLEZ GRIMALDO— que ia repetida Federa-
ción dio a la queja del sancionado).

rantia que los deportistas disponen con-
tra las actuaciones de la organización
rectora del deporte. En torno a esta
doble problemática giran las demás cues-
tiones analizadas por el autor.

En relación con el primer aspecto,
conviene advertir que la intervención
pública sobre la esfera deportiva se po-
larizaba, antes de la guerra civil, en
la Administración estatal, y en concre-
to, a cargo de los Ministerios de Edu-
cación y Gobernación. Cree GONZÁLEZ
GRIMALDO —y no le falta razón— que «la
importancia social, económica y política
del deporte» fueron los factores decisi-
vos para la encomienda a Falange Es-
pañola de las competencias deportivas
por el Decreto de 22 de febrero de 1941,
organización que parecía entonces ple-
namente capacitada para gestionar, en
línea de jerarquía, disciplina y adoctri-
namiento, un sector tan complejo y ne-
cesario en el funcionamiento de los me-
canismos del nuevo Estado. Tal vez la
cuestión no pueda o no deba ser plan-
teada en estos términos, ambiguos en
exceso, y sea preciso buscar una expli-
cación menos teórica. Tal vez la necesi-
dad de proporcionar salida adecuada a
los cuadros burocráticos del partido úni-
co fuera de la propia estructura del
ejecutivo, reservado para sectores de
intervención más tradicional, determi-
nase esta singular «encomienda» de
competencias de menor raigambre histó-
rica. Son estas divagaciones, no obstan-
te, algo secundario en el análisis es-
trictamente jurídico al que en este mo-
mento debo ajusfarme.

Pues bien, el órgano especifico al
que, dentro de la estructura orgánica
del Movimiento, se encarga el ejercicio
de las competencias es—como bien se
sabe— la Delegación Nacional de Depor-
tes (5). Las normas que contiene esa

(5) Algunas atribuciones juridico-públicas
relacionadas con la materia deportiva y de
la educación física quedarán retenidas en la
esfera propia de la Administración. Son esas
atribuciones, sin embargo, muy limitadas y
concretas y, por ello mismo, no han produ-
cido nunca interferencias graves en el ám-
bito competencial genérico de la Delegación
Nacional de Deportes (cfr. pp. 79 y ss. del
libro comentado).
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especie de delegación a la que antes nos
referíamos atribuyen a la D. N. D. «per-
sonalidad jurídica propia», pese a su
indubitable carácter de órgano de una
estructura ya personalizada. Esta doble
imputación que puede resultar extraña
desde un ángulo teórico, pero que no
lo es tanto si se observa la relativa
frecuencia con que aparece en el actual
panorama jurídico español (6), plantea
graves problemas en cualquier análisis
mínimamente serio de la cuestión. En-
tre otras cosas, porque, a partir de esa
«personificación- muy desvanecida, por
cierto, al carecer la D. N. D. de auto-
nomía económica—y, añade GONZÁLEZ
GBIMALDO, de legalidad más que dudosa,
si 6e piensa en que el Estatuto Orgá-
nico de la D. N. D. ni siquiera se pu-
blicó en el Boletín Oficial del Estado—,
el órgano-Ente supremo rector del de-
porte español ha sido investido de por-
tentosas atribuciones que casan bien
poco con una coherente hermenéutica
ordinamental. En efecto, la D. N. D. tie-
ne potestades inspectoras, normativas y
jurisdiccionales de tan alto grado que.
aunque con las obvias «limitaciones» de
ser a efectos internos o reducidas al
ámbito estricto del aspecto competicio-
nal deportivo, no resulta difícil pensar
en una omnipotencia realmente asom-
brosa del ente. T. R. FERNÁNDEZ dice
gráficamente que «el propio Derecho
penal se detiene ante los muros de un
estadio deportivo, como se detiene, tam-
bién, la todopoderosa y, en otros ám-
bitos muy rigurosa, potestad sanciona-
dora de la Administración», lo que, a
la vista de la exposición crítica de GON-
ZÁLEZ GRIMALDO, puede perfectamente ser

. (6) Es el supuesto, por mencionar uno de
los ejemplos más notorios, de las Confedera-
cionos Hidrográficas, cuya estructura y tra-
yectoria orgánica ha analizado entre nosotros
S. MABTÍM-RETOBTILLO. LO recojo aquí, simple-
mente, por ser uno de los ámbitos en el que
se ha detectado más rápidamente el significa-
do de la doble imputación referida (vid., del
autor citado, «Trayectoria y significación de
las Confederaciones Hidrográficas», en esta
misma REVISTA, núm. 25 —1958—, pp. 85 y ss).
Pero los ejemplos podrían multiplicarse, sin
duda, en la temática de las organizaciones
autónomas.

referido a otras ramas del Derecho es-
pañol.

Pero, como ya hemos observado, las
limitaciones de esas potestades, entre
las que destaca sobre todo el autor la
normativa y la jurisdiccional, son un
resquicio peligroso por el que la omni-
potencia puede penetrar con facilidad.
Así, el que dichas potestades puedan
ejercerse, según los preceptos aplicables,
«a efectos internos», no evita que, en
ocasiones, sean ejercidas fuera del ám-
bito estricto de las reglas del juego,
de la competición e incluso de la or-
ganización juridico-deportiva. GONZALEZ
GRIMALDO es concluyente a este respecto.
En su opinión —que comparto— existe
una tacha de irregularidad fácilmente
combatible por el juego de la aplica-
ción del control contencioso-administra-
tivo. Las normas y las sentencias que
dicta la D. N. D. deben ser controlables,
como ente público que es, por los Tri-
bunales contencioso-administrativos. De
otro modo, esto es, manteniéndose ol
statu quo actual, se consagra un re-
ducío de poder exento de control e
incluso el gran disparate de la concul-
cación de leyes formales, y, por lo que
se refiere a la potestad jurisdiccional,
la grave infracción, incluso, de precep-
tos constitucionales como el artículo 31
de la Ley Orgánica del Estado.

Aprovechando esta última referencia,
puede pasarse ya al comentario del se-
gundo de los aspectos primordiales a
que antes aludía. Efectivamente, y como
directa consecuencia de la atribución
explícita a la D. N. D. de potestades «ju-
risdiccionales», resulta que el ordena-
miento jurídico-deportivo limita grave-
mente las mínimas garantías de que
puede disponer el ciudadano-deportista.
Los artículos 73 y siguientes del no pu-
blicado Estatuto orgánico de la D. N. D.,
que confirma en parte la Ley de 23 de
diciembre de 1961 sobre educación físi-
ca (art. 20, m), son una lamentable
muestra de hasta dónde se pudo llegar
por la vía de la legislación comunica-
da, muy utilizada, dicho sea de paso,
en el panorama de la producción nor-
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mativa española (7). Dice, por ejemplo
el artículo 76 que

«... la jurisdicción disciplinaria de los
deportistas corresponde por entero i:
la D. N. D., por sí o a través de sus
órganos subordinados.

Queda rigurosamente prohibido a
todo deportista o sociedad deportiva
acudir, para resolver sus problemas,
a otra disciplina o poder distinto
del de la D. N. D.

Todo deportista o entidad que no
observara esta prohibición perderá
su condición de tal y será, automáti-
camente descalificado.»

No vale la pena acudir a especulacio-
nes filosófico-teóricas sobre el tema de
las relaciones especiales de sujeción, al
qu-3 la doctrina alemana, sobre todo, ha
encontrado sus puntos flacos (8). Y no

(7) Incidentalmente, y sin pretender ahora
enjuiciar la validez o vigencia de estas dis-
posiciones que se incorporan sibilinamente
a! Ordenamiento jurídico español y, eufemis-
ticamente, se han dado en llamar «comuni-
cadas» sin haber cumplido el mínimo requi-
sito de la publicación, al que tan explícita-
mente alude el primer articulo del Código
Civil español, vale la pena mencionar aqui
dos recentísimas sentencias del Tribunal Su-
premo que tratan el tema de las normas
«comunicadas». La sentencia de 3 de diciem-
bre de 1073 —«Aranzadi», marginal 4.347— se
refiere a una Orden ministerial comunicada
(en base a la que accionaba el recurrente)
«derogada por las Leyes 112 y 113 de 1966,
de 28 de diciembre». No deja de ser curioso
que una Ley deba derogar una Orden comu-
nicada, es decir, una disposición normativa.
a mi juicio, privada intrínsecamente de vali-
dez. La sentencia de 22 de diciembre de 1973
—«Aranzadi», marginal 4.677—, tratando del
alcance que debe darse a la eficacia legal
de las Ordenes ministeriales que no se pu-
blican en el Boletín Oficial del Estado, ex-
plica que, «como con reiteración tiene decla-
rado esta Sala interpretando el artículo 1.°
del Código Civil y el 29 do la Ley de Régimen
Jurídico..., la falta de inserción... produce la
consecuencia de privar de sus efectos jurí-
dicos de carácter general, excepto para la
propia Administración, organismos o perso-
nas a quienes se hubiese notificado directa-
mente tal Orden».

Sin más consideraciones en este momento,
apetecerla saber a cuántos de entre los mi-
liares de deportistas adscritos a la D. N. D.
—y no digo nada de los espectadores o socios
de clubs adscritos a la misma—se ha notifi-
cado directamente el Estatuto orgánico de
aauélla, aprobado por Orden ministerial de
17 de junio de 1945.

(8) En este punto hay que remitirse a la
ilustrativa exposición realizada por Alfredo

vale la pena, entre otras cosas, porque
con acudir sencillamente a los propios
preceptos de la legislación española, no
cabe duda que basta para desconocer
legítimamente y hacer caso omiso de
la letra y del espíritu de los referidos
preceptos. No deja de ser curioso—y lo
digo porque, aunque lo recoge, GONZÁ-
LEZ GRIMALDO pasa por alto el enmar-
que temporal— que sólo un mes des-
pués del Estatuto de la D. N. D.. se
promulgara el Fuero de los Españoles,
cuyo artículo 17, a no dudar, dejó, a
nivel de principios y a nivel de praxis,
completamente en offside —por emplear
términos deportivos— al precepto trans-
crito. No deja de ser curioso, sin em-
bargo que, como pone de relieve GON-
ZÁLEZ GRIMALDO, «en treinta años de
existencia, escasísimas han sido las re-
clamaciones planteadas ante los Tribu-
nales -en demanda de justicia frente a
los actos de la Delegación con solici-
tud expresa de revocación de sus ac-
tos» (p. 168). ¿No fue quizá también
mayor el alcance dado al precepto que
lo que el mismo legislador pretendió?,
se pregunta el autor. Personalmente,
estimo que, si el interrogante podría
plantearse en otros sectores y hacer, al
menos, respetable la duda, o pensar en
la defectuosa aplicación de preceptos
legales (9), la letra y el espíritu de las

GALLEGO ANABITARTE en «Las relaciones espe-
ciales de sujeción y el principio de la lega-
lidad de la Administración», en esta misma
REVISTA, núm. 34 (1961). pp. 11 y ss. Destaca
alli este autor cómo la doctrina alemana,
pese a la exclusión de principio que respecto
a las llamadas «relaciones especiales de suje-
ción» se hacia del principio de legalidad de
la Administración, llegó a la demostración
de lo insostenible de esta tesis.

Por lo que en este momento interesa, con-
fróntense pp. 41 y ss., donde GALLEGO expone
muy sintéticamente lo inservible de la teo-
ría de! consentimiento o sometimiento volun-
tario como legitimadora de las actuaciones
públicas al margen de cualquier conforma-
ción jurídica.

(9) Es el caso, salvando las distancias, de
los alegatos que en torno a los fallos de la
Ley del Suelo se vienen haciendo. Como últi-
mamente ha demostrado T. R. FERNÁNDEZ —y
no parece forzado estar de acuerdo—, las
tensiones que, en el urbanismo, nos presenta
la realidad cotidiana no son imputables a
fallos de la regulación, sino a la defectuosa
aplicación de la misma por la Administración
urbanística (cfr. su lección inagural del cur-
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repetidas disposiciones se insertaban en
un contexto socio-político en el que,
además de muchas otras cuestiones que
merecerían un más detenido examen,
sólo hacía unos meses que se había
restablecido el funcionamiento de Ja
jurisdicción contenciosc-administrativa.
Eso si se piensa en el Estatuto orgáni-
co de 1945. Porque si, como por otra par-
te es necesario, nos referimos a la fe-
cha de creación de la D. N. D. —Decreto
de 22 de febrero de 1941—, la respuesta
es más sencilla, habida cuenta de que
tendrían que transcurrir tres largos
años para que se produjese el restable-
cimiento de aquella jurisdicción. GONZÁ-
LEZ GRIMALDO argumenta, en relación con
la exclusión jurisdiccional de lo depor-
tivo y en búsqueda de datos que ex-
pliquen aquélla exclusión, que «siendo
el ordenamiento jurídico-deportivo par-
te integrante de el del Movimiento y
habiéndose expresado la jurisprudencia
unánimemente en el sentido de no po-
der conocer en revisión de los actos de
él dimanantes, por no ser Administra-
ción del Estado, era imposible que en
vía contencioso-administrativa pudiera
conocerse de la revisión de los actos
emanados de la Delegación o de las
Federaciones». Arguye, asimismo que
«sí podrían haberse planteado las cues-
tiones en vía civil en cuanto que a los
Tribunales civiles compete con carácter
originario y residual el enjuiciamiento
de todos los litigios no expresamente
excluidos y no atribuidos a otras juris-
dicciones especiales» (p. 173). Pues bien,
aun pareciéndome irreprochables los ar-
gumentos, debo insistir en que el en-
marque histórico de la promulgación de
las normas fundacionales de la D. N. D.
es un dato mucho más decisivo. Es un
dato mucho más revelador del autén-
tico sentido de la exclusión jurisdiccio-
nal, verdadera «columna vertebral del
ordenamiento jurídico-deportivo», según
gráfica frase de GONZÁLEZ GRIMALDO.

so 1974-75, pronunciada en la Facultad de
Derecho de San Sebastián e intitulada «Ante
la reforma de la Ley del Suelo». San Sebas-
tián, 1974).

4. Si los anteriores aspectos constitu-
yen, a mi entender, los auténticos ba-
samentos del análisis llevado a cabo
por el autor, no menos interesantes, no
menos sugestivos son los demás temas
que, a propósito de la vertiente jurídi-
ca del deporte español, plantea aquél.
Claro que todos ellos se derivan de la
doble problemática que ya hemos co-
mentado, siendo como secuelas inevita-
bles de una «patología jurídica» que
debe ser analizada en profundidad y,
hasta lo posible, corregida. El régimen
de las Asociaciones deportivas que, has-
ta 1941, quedaban encuadradas en la le-
gislación general de asociaciones de 1887
y que mediante un hábil bandazo «nor-
mativo» fueron sustraídas a su alcance
para residenciarlas en el ámbito peculiar
de la nueva organización deportiva,
plantea también numerosos problemas.
A este respecto, no se oculta al autor
que, mediante dicha sustracción y resi-
dencia respectivas, realizadas bien ex-
plícitamente por las disposiciones de
1941 y 1945, se ha conculcado de modo
grave el «principio de la jerarquía nor-
mativa», toda vez que, dichas normas,
en ningún caso pudieron alterar la es-
tructura jurídico-asociativa legalmente
vigente desde 1887. Resulta asi que
aquel hábil bandazo normativo, desde
la perspectiva teórica, no habría ser-
vido para nada puesto que las repeti-
das normas nacerían ya viciadas y, en
concreto, infringiendo el principio de
la jerarquía normativa, de aplicación
indiscriminada a todos los sectores del
ordenamiento español. En el fondo, no
le falta a GONZÁLEZ GRIMALDO ni un gra-
mo de razón. Porque, abundando en lo
expuesto, 'el espaldarazo de la Ley ae
Educación Física de 1961, que obviamen-
te pudiera haber legalizado aquella si-
tuación, sería insuficiente para cubrir
veinte años largos de ilegalidad. Pien-
so, no obstante, que resulta más discu-
tible el alegato —y no quisiera ser por
ello, ni mucho menos, acusado de con-
nivencia con el statu quo— desde la
perspectiva puramente formal. Quiero
decir con ello que al referir a los
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años 1941-1945 toda una estructura y
principios ordinamentales (Fuero de les
Españoles, Ley de Régimen Jurídico de
la Administración, etc.) elaborados, paso
a paso, al socaire de una evolución
político-social más o menos forzada por
condicionantes exteriores (10), para dis-
cutir la validez jurídico-forinal del De-
creto de 1941 y el Estatuto de 1945, se
corre el grave riesgo de desconocer la
potestad normativa prácticamente ilimi-
tada de que se dispuso a nivel de Je-
fatura del Estado. Si se piensa fugaz-
mente en la no casual coincidencia
funcional entre los cargos de Jefe del
Estado y Jefe Nacional del Movimiento
y, por supuesto, en la dependencia ie-
rárquica respecto de éste de la D. N. D.,
parece innecesario insistir en una temá-
tica que, si se muestra patológica, lo
es por factores absolutamente ajenos
a la vertiente estrictamente jurídica.
Esa «radical ilegalidad», a que certe-
ramente alude GONZÁLEZ GRIMALDO cuan-
do analiza la renuncia de la Adminis-
tración a las competencias que, en ma-
teria de asociaciones, le atribuía la Ley
de 1887, se explicaría pues desde pers-
pectivas que escasamente tienen que
ver con lo jurídico. Cuando en las pá-
ginas 104-116 del libro comentado, el
autor intenta reivindicar para la Admi-
nistración pública las competencias «re-
nunciadas» en el sector de las Asocia-
ciones deportivas —tal vez una de las
claves del ordenamiento jurídico del de-
porte español—, y lo hace en base a la
posible —y deseada— aplicación de la
Ley asociativa vigente de 1964, no me
cabe duda de que los obstáculos jurí-
dico-políticos constituirán un firme va-
lladar que conviertan en utópico al de-
siderátum. Estando las cosas asi, como
están, le resulta más fácil al Poder jus-
tificar el régimen ya no sólo orgánico
y estructural de las Asociaciones depor-
tivas y su régimen disciplinario cara a

los socios y afiliados, sino incluso as-
pectos tan secundarios como el de las
licencias federativas o los tan peculia-
res regímenes fiscales y de previsión
social en el ámbito del deporte. En el
primer caso, porque la creación y diso-
lución de Entidades deportivas conti-
nuará f á c i l m e n t e constituyendo ese
«fraude permitido oficialmente» en que
consiste, por ejemplo, crear una Socie-
dad mercantil, con el obvio ánimo de
lucro prohibido para las Asociaciones
deportivas, con un patrimonio social
importante y arrendarlo a una Asocia-
ción deportiva, evitando así los riesgos
de una disolución de ésta que ordenase
la D. N. D. por vía de sanción irrevisa-
ble jurisdiccionalmente, según hemos
visto (11). En el segundo caso porque,
como explicita el autor, la pretensión
de hacer de las ucencias federativas una
institución sui géneris, apartada de su
significado como «auténtica carta de
trabajo» desde la perspectiva juridico-
laboral, al menos en ciertos casos, sólo
tiene sentido y justificación en el marco
de un reducto exento, en el marco de
un ordenamiento separado al que al
Poder judicial le siga estando vedado
penetrar.

5. Y conviene ya finalizar este ex-
tenso comentario. Al lector cuyo conoci-
miento del tema no sea más que super-
ficial, lo que resulta lógico si se piensa
en los escasos estudios que, hasta el
firmado por GONZÁLEZ GRIMALDO, existían
en el panorama doctrinal español, quizá
le causen cierto asombro todas estas
vertientes. Quizá le cause perplejidad
comprobar que, como expresivamente
señaló L. MARTÍN-RBTORTILLO, «lo mismo
que hay hombres inhumanos, hay leyes
ilegales» (12). No menos sorprendido y

(10) Sobre esto punto, y por todos, me re-
mito al breve pero incisivo análisis de Jordi
SOLÉ-TUBA que, con el modesto titulo de In-
troducción oí régimen político español, ha
publicado en Ed. Ariel, Barcelona, 2.» ed.,
1972, pp. 26 y SS.

(11) Por no aludir asimismo a la rígida
intervención de la D. N. D. respecto al nom-
bramiento de los cargos rectores de dichas
Asociaciones deportivas, así como a la rígida
sumisión de los clubs y la posibilidad de
suspensión de sus acuerdos por las respec-
tivas Federaciones, hijuelas de la D. N. D. En
este punto, cfr. la magnifica exposición crí-
tica de GONZÁLEZ GRIMALDO en las páginas 120-
138 de su libro.

(12) Cfr. su artículo «La reforma de la Ley
de Orden Público. El recurso de contrafuero.
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DO menos asombrado he quedado yo re-
leyendo alguna de las páginas de este
libro, que, a no dudar, marcara un
tanto espectacular en la historiografía
jurídica del deporte español.

Porque, justo es reconocerlo, los Tri-
bunales vienen m i n a n d o desde hace
poco tiempo uno de los pilares funda-
mentales de este ordenamiento jurídico-
deportivo, « p r e c a r i o , conturbador de
realidades, foco de desalientos, arbitra-
riedades e injusticias, cuando no de des-
precio y desconocimiento del ordena-
miento jurídico estatal», según palabras
propias del autor. Yo añadiría, además,
«edificado sobre arenas en lugar de so-
bre roca firme» y, por ende, más fácil
blanco de la autodestrucción que de la
destrucción provocada. Los Tribunales,
decía, vienen minando esa estructura
endeble, sobre todo a través del enjui-
ciamiento jurisdiccional de ciertas con-
troversias surgidas entre deportistas y
los clubs a que pertenecen, llegando
incluso a calificar como preceptos de
rango normativo ínfimo las normas que
prohiben el acceso de los deportistas a
los Tribunales (vid. pp. 173-131 del libro
comentado, donde el autor recoge las
sentencias de 18 de junio de 1970 y 3 de
noviembre de 1972, ambas procedentes
de la Sala Sexta del Tribunal Supremo,
y la de 24 de junio de 1971, procedente
del Tribunal Central de Trabajol. Pero,
decía al inicio de este comentario, que
falta mucho por lograr, entre otras co-
sas porque esas sentencias han sido pro-
ducidas a demanda de unos futbolistas
de relieve, cuya profesionalida-d, aunque
sea en el ámbito de la práctica del de-
porte, es evidente. ¿Qué ocurrirá—me
pregunto— con tantos supuestos donde
esa profesionalidad no aparece tan evi-
dente? ¿Cómo y por quién será posible
arbitrar unas fórmulas que conduzcan
a los necesarios e inaplazables retoques
en el ordenamiento jurídico del depor-
te? Al finalizar su libro, propugna Gox-
ZALEZ GRIMALDO la «elaboración de una

Ley General del Deporte que, abordando
con energía y valor todos sus variados
aspectos, dé e imponga orden en la si-
tuación anárquica actual». Tal vez sea
ése el único camino que evite, como
hasta ahora, ese reducto de poder in-
controlado y que impida —lo menciono
por su grafismo— que reglamentos de
régimen interno de las empresas depor-
tivas continúen prohibiendo a sus em-
pleados acudir, para dirimir sus litigios
con aquéllas, a los Tribunales. No se
olvide, sin embargo, que las Leyes lo
pueden todo o casi todo, y, por ende,
estabilizar formalmente situaciones de
dudosa v a l i d e z jurídica, sobre todo
cuando la estructura subyacente perma-
nece la misma. Me pregunto cómo evi-
tarla esa Ley que una Federación depor-
tiva, después de sancionar a uno de sus
afiliados con cinco años de suspensión
(vid. nota 4), y ante la queja periodís-
tica de éste, «ordenase y mandase» si
medio informativo tjue recogió el pla-
ñido la remisión del nombre y apellidos
del sancionado (13).

Si toda la pretensión de GONZÁLEZ GBI-
MALDO al elaborar este libro ameno y
sugestivo, de gran profundidad crítica,
ha sido —como él dice—• abrir la puerta
a ulteriores estudios, puede sentirse sa-
tisfecho. Porque no dudo que sus exce-
lentes planteamientos podrán utilizarse
para conocer la temática jurídica del
deporte y para intentar profundizar en
sus aspectos más relevantes, aunque fn
su mayor parte hayan sido ya magnífi-
camente analizados por él. Personal-
mente, me siento intimamente satisfe-
cho de que un colega universitario haya
escrito este libro, a la vez que ciertos
celos profesionales —por qué no decir-
lo— por no haber sido yo mismo el
autor del primer libro serio sobre la
vertiente jurídica global del deporte en
España.

José BEBMEJO VERA

a prueba-, on el número 92, de mayo de 1971,
de la revista «Cuadernos para el Dialogo,
p. 15.

(13) Vid. la nota editorial que en relación
con ello, y bajo el expresivo titulo de «Or-
deno y mando», publicó el número 906 de la
revista «Sábado Gráfico».
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JOHNSON, E. L.: El sistema jurídico so-
viético, Ediciones Peninsular, Serie
Universitaria, 1." ed., mayo 1974, Bar-
celona, 322 pp.

Es de agradecer la publicación de un
libro como el presente dada la escasez
bibliográfica existente sobre el tema,
sobre el que se han vertido en lengua
castellana a lgunas obras de autores
soviéticos, pero en ediciones sudameri-
canas y, dada la misma vertiente apo-
logética del Derecho sovié t ico, sin
procurar su enlace con los restantss
Derechos continentales o europeos que
vienen a ser los Derechos matriz de los
que arrancan cualesquiera otros (1). El
interés que ofrece es, pues, bastante
grande, dado que por una vez—pocas
en lo que podemos saber— conocemos el
Derecho de un país socialista y de eco-
nomía colectivizada expuesto por un
occidental, incluso diríamos que con ]a
objetividad que sólo podemos encontrar
en un inglés. A todo esto hay que aña-
dir una nota importante, como es la de
que por una vez se nos exponen gran-
des ramas de un Derecho socialista des-
de un plano evolutivo, pudiendo apre-
hender los cambios experimentados en
el mismo por circunstancias ennoblece-
doras del Derecho en sí, ya que en tales
cambios y modificaciones poca o nula
influencia ha tenido la concepción eco-
nómica predominante a nivel guberna-
mental en tales países. Si este libro
puede resultar ilustrativo, lo srará por-
que con él se confirma la independen-
cia y autonomía del Derecho, con vali-
dez plena en sí y por si mismo, y en
el que tiene que refugiarse cualquier
sociedad por muy revolucionaria que
quiera o pretenda ser.

Ese intento de engarce de un Derecho
que aparece autocalificándose de «auto-
suficiente» y «totalmente originario», a

(1) Las c l á s i c a s obras de PASHUTUNIS,
STUCHKA, WISCHI.VSKT, etc., tratan el Derecho
soviético como un Derecho sui generis, revo-
lucionario, que nada de común tiene con lo
que occidentalmente se llama así; a evitar
tratamiento tan radica] se dirigen obras como
ésta.

manera de un bloque jurídico que surge
ex novo de la nada «jurídica», se revela
por el autor cuando en sus primeras
lineas procura esbozar la tradicional
—pero no por esto bien conocida—'dis-
tinción entre los sistemas de Derecho
civil y de Common Law; tras aludir s
los equívocos, comenta lo siguiente:

«En general, sin embargo, puede
decirse que los sistemas jurídicos
continentales parecen dar una ma-
yor autoridad y prestigio al aparato
público, otorgando confianza a los
informes y documentos oficiales de
la que se da en los sistemas de Com-
mon Law. Este último punto es in-
teresante, ya que los juristas so-
viéticos han atacado a los sistemas
modernos de Derecho civil por in-
sistir en una aguda división entre el
Derecho público y el privado, divi-
sión que ven como típica del «Dere-
cho burgués»; en su opinión, todo
Derecho es, o debe ser, público.»

Hay ya una primera llamada a la to-
tal particularidad del sistema, pero el
autor tiene en cuenta pareceres no sólo
autóctonos, sino también extraños; y en
el mundo capitalista todo el mundo
sabe que el Derecho per. se es neutral
o, si se quiere, que la técnica que le
fabrica es aséptica, y que irá por donde
vaya la concepción filosófica que quiera
servirse de él, por lo que recuerda la
opinión del jurista austríaco Karl REN-
NER en torno a «la neutralidad de los
conceptos jurídicos»:

•En su opinión, los conceptos y
técnicas jurídicos son como ladrillos
que se pueden utilizar para construir
edificios que pueden tener finalida-
des muy distintas... Análogamente,
unos mismos conceptos jurídicos pue-
den servir para la construcción de
sistemas legales basados en sistemas
económicos y pol í t icos diferentes,
como el feudalismo, el capitalismo,
la monarquía, la aristocracia y la
democracia.»

557



BIBLIOGRAFÍA

En base a estas consideraciones, para
el autor no hay duda de que el Derecho
soviético pertenece al sistema de Dere-
cho civil, en el que tan arraigado se
halla en sus orígenes históricos, donde
toda la organización judicial se monta
sobre una gran arbitrariedad del poder
máximo estatal (forman parte de las
anécdotas las bárbaras excentricidades
de los zares rusos). Para nosotros, estos
antecedentes, que pueden ser históricos,
conviene tenerlos presentes para supe-
rar muchas de las afirmaciones de los
nuevos dirigentes del Kremlin. Oigamos
al autor:

«En la época zarista, el "espíritu
de legalidad" o el "debido proceso
de derecho" estaba manifiestamente
ausente, y pocos principios había
por debajo de la gran masa de có-
digos, decretos, estatutos y demás
normas, las cuales, por otra parte,
eran a veces contradictorias y a me-
nudo no observadas en la práctica;
no había tampoco un índice regular
de las normas que quedaban dero-
gadas o anticuadas. Por consiguien-
te, había un respeto por el Derecho
relativamente escaso, pues éste difí-
cilmente podía ordenar algo concre-
to. Hasta cierto punto, esta indife-
rencia respecto al Derecho todavía
persiste, y uno de los problemas ma-
yores de la URSS ha sido el de in-
culcar un respeto por "la legalidad
revolucionaria" (es decir, por las
nuevas Leyes soviéticas). No había
respeto tradicional alguno por el De-
recho, tal como cualquier gobierno
europeo occidental puede dar por
sentado..

En la Rusia z a r i s t a apenas si
existía la idea de "igualdad ante la
Ley". Para las diferentes clases de
la población ha habido tradicional-
mente tribunales diferentes, con pro-
cedimiento y penas diversos. Inclu-
so después de la Reforma Judicial
de 1864, que se inspiraba amplia-
mente en modelos extranjeros, si-
guieron existiendo los tribunales vo-

lost para los campesinos, hallándose
la nobleza y el clero exentos en la
práctica de la competencia de los
tribunales ordinarios. Por lo demás,
las cuatro clases, compuestas por
los n o b l e s , clero, comerciantes y
campesinos, tenían sus derechos y
obligaciones propios. Esto tuvo una
enorme trascendencia para el pen-
samiento marxista ruso y para el
desarrollo jurídico soviético, pues los
trabajadores industriales no encaja-
ban en la clasificación tradicional,
de forma que parecía que el Dere-
cho no los contemplaba directamen-
te. Esto no era enteramente cierto,
porque al menos desde alrededor
de 1880 se hallaba en vigor un cierto
Derecho laboral o industrial, si bien
no se acoplaba muy bien con los
conceptos tradicionales. Además, la
palabra grazhdanski (compárese con
el vocable alemán bürgerlich) puede
traducirse por "burgués" o "civil",
lo que llevó en los primeros momen-
tos del régimen soviético al descré-
dito del Derecho "civil", pues «1
término sugería el "Derecho bur-
gués", el Derecho de la antigua clase
burguesa. En consecuencia, la legis-
lación soviética primitiva tendía a
ser de naturaleza penal, descuidán-
dose y menospreciándose el Derecho
civil. Otro factor que sin duda con-
tribuyó a la falta general de respeto
por el Derecho y a la idea de que
el Derecho era, por necesidad, "de-
recho de clases" dirigido contra la
masa del pueblo fue la norma gene-
ral, "aunque había ciertas excepcio-
nes" de los tiempos zaristas de que,
allí donde se produjera en un tribu-
nal un conflicto directo de testimo-
nios, había que atenerse a la decla-
ración del testigo más culto.

La tradición de servicio general
obligatorio en favor del Estado íe
originó durante el período de domi-
nación mongólica y fue continuada,
para sus propios fines, por los zares
de Moscovia y San Petersburgo. El
punto hasta el que se ha "régimen-
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tado al moderno ciudadano soviético
ha sido exagerado un tanto en el
Oeste, pero, incluso dentro de su
grado de certeza, no es un rasgo
específico del sistema soviético, sino
que forma parte de la tradición rusa.

Los delitos, reales o supuestos, con-
tra Ja seguridad del Estado cayeron
siempre en Rusia bajo la jurisdicción
de un departamento gubernamental
especial: la práctica soviética no di-
fiere radicalmente en esta cuestión
de las tradiciones rusas anteriores.
De la misma forma, la jurisdicción
de los tribunales militares sobre los
civiles por razón de ciertas materias
relacionadas con las fuerzas arma-
das no es una innovación del régi-
men soviético.

A este respecto, la Procuraduría
—sobre la que se hablará luego con
más detalle— merece atención. En
tanto que esta institución existe PJI
la mayoría de los países continenta-
les tpor no mencionar el procurador-
fiscal de Escocia), así como en la
Rusia zarista la Procuraduría sovié-
tica ostenta rasgos muy distintivos
cuando se la compara, pongamos
por caso, con la Procuraduría fran-
cesa. El procurador soviético tampo-
co es el equivalente del procurador
ruso de principios del siglo xx, sino
el descendiente directo de los pro-
curadores de Pedro el Grande.»

No es extraño que, siendo fatalmente
herederos de tan triste y arbitrario pa-
sado jurídico, los nuevos amos de Ru-
sia, como con terminología rústica se
habla de los cambios de 1917, reniegan
de un Derecho y de unas Leyes que en
la práctica se aplicaban al más libre
y discrecional albedrío de las que en-
tonces eran «autoridades», y como siem-
pre se imputa al Derecho, como concep-
to y como institución, y por derivación
a s u s practicantes, calificativos q u e
nada tienen que ver con la neutralidad
científica y, por supuesto, menos po-
lítica:

•Los rasgos principales de aquellos
primeros años parecen haber sido la
considerable aversión al formalismo
legal y a los abogados a quienes los
creía vinculados a este formalismo,
y la creencia de que el Derecho, el
procedimiento legal y el ajuste de
controversias podían constituir un
asunto sencillo con sólo tener en
cuenta que llevaban los liberales
personas con la orientación política
correcta e imbuidos de la justicia
socialista...»

Pronto el Derecho positivo de la URSS
recogerá todas las contradicciones de
su misma evolución económica, pero,
sobre todo, el matiz particular de su
concepción política, y así las líneas tra-
zadas por un proyecto «zarista» ante-
rior; el matiz se establece asi:

«Los derechos civiles están prote-
gidos por la Ley, excepto en aquellos
casos en los que se ejercen de un
modo contrario a su fin social y
económico.»

A través de ese «matiz» se da «visión
socialista» a lo que era un Código Civil
continental más o menos típico. Mas
esta liberación que dicha fórmula re-
presenta para los órganos encargados
de la aplicación del Derecho podía in-
terpretarse, a su vez, más o menos li-
bremente y, por consiguiente, más o
menos violando el reconocimiento pre-
vio de derechos; pero por esto modifi-
cable, o sea, susceptible de ampliarse
o reducirse en virtud de las circuns-
tancias del m o m e n t o , circunstancias
más favorables a una «interpretación
libre judicial» cuanto más próxima es-
taba la fecha de la misma de aquella
otra que habría marcado el nacimiento
de la «nueva era», pero a medida que
la Revolución se consolidaba y que la
estructura del país se organizaba con-
forme con sus postulados. De ahí que
tanto en sus instituciones j u r í d i c a s
como en el acercamiento al «pasado» su
va notando cómo, de acuerdo con el
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transcurso del tiempo, se van haciendo
más firmes y claras-, no todas las cos-
tumbres han sido aceptadas, lo que ex-
plica la inclusión de un capítulo del
Código Penal dedicado a los «delitos
que constituyen supervivencias de cos-
tumbres locales-. No es de extrañar por
esto el acercamiento observado por gran
número de autores en orden al presente
conservatismo, por razón de su misma
permanencia y estabilidad, de algunas
de tales instituciones (2).

Algunas manifestaciones instituciona-
les públicas serian impensables en una
primera etapa post-revolucionaria; sólo
el tiempo ha permitido el nacimiento
de la Prokuratura, cuyas funciones no
dejan de ser hasta cierto punto conser-
vadoras al estar encargada de la de-
fensa de la Ley, vigilando las posibles
infracciones contra la misma (y tan-
teando indirectamente los derechos de
los ciudadanos, por lo que se le han
señalado ciertas semejanzas con la ins-
titución occidental l l amada Ombuds-
man), y atendiendo, pues, a posibles
situaciones s i n g u l a r e s de injusticia,
como, por ejemplo, en relación con las
multas, sobre lo que se nos dice lo si-
guiente en el texto:

«... raras veces se imponen como cas-
tigo, a no ser en los casos en que
una condena a trabajos correctivos
resultaría inadecuada por la incapa-
cidad del delincuente para el tra-
bajo o por alguna razón parecida.
En cualquier caso, cuando se impone
una multa como pena principal c
subsidiaria, el t r i b u n a l tiene que
considerar la situación económica
del condenado antes de fijar su cuan-
tía y puede conceder hasta seis me-
ses para el pago si no puede efec-
tuarlo inmediatamente».

(2) Los actuales trabajos do S. KARSHV, pro-
fesor de Leningrado, sobre la socialización
de la familia se fijan más en los aspectos
objetivos de esta institución de la sociedad
que en su visión o concepción marxista. por
lo que perfectamente sus conclusiones pue-
den tener validez universal, y de hecho son
empleadas por otros autores, ya .no rusos,
sino ni siquiera «marxistas».

Todo lo anterior no significa que no
se hayan originado algunas particulari-
dades jurídicas, a veces con incidencia
en la misma concepción sobre el Dere-
cho, como, por ejemplo, son los llama-
dos «Tribunales de Camaradas», que
componen un eslabón sin génesis den-
tro d,e la organización judicial «socia-
lista-, reflejando más que cualquier
otro órgano de la misma esta última
condición. Nacen «localizados- Cfabricar
bloques de viviendas, etc.), teniendo su
apoyo:

«... en la teoría marxista, según la
cual en la propiedad comunista el
Derecho se extinguirá junto con el
Estado, y la opinión pública, expre-
sada a través de vecinos y compa-
ñeros de trabajo, tomará el lugar de
la coerción jurídica; por lo tanto, los
Tribunales de Camaradas son una
anticipación del tipo de control so-
cial que existirá en la sociedad co-
munista del futuro-.

Y así, a lo largo de las páginas, el
autor nos va poniendo en contacto con
la realidad juridico-positiva del régi-
men soviético, en cuyos orígenes tanta
desconfianza había frente al Derecho,
cualquier Derecho, y frente a los juris-
tas, viniendo a demostrar la falacia
argumental sobre la naturaleza preten-
didamente capitalista, conservadora o
reaccionaria de toda expresión jurídica,
cuando ésta sustancialmente subsistirá
a cualquiera que sea el régimen político
vigente, probando así la extraordinaria
fuerza del Derecho, que es como un
Ave Fénix que resurge siempre frente
a los ataques nihilistas de todos los que
intentan negarlo. Se produce de este
modo el más claro mentís al significa-
do antirrevolucionario del Derecho,
cuando más bien se trata de lo contra-
rio (3): el Derecho estará en sus apli-

(3) Cuando leíamos esta obra tuvimos la
oportunidad de confirmar, en la conversación
con un sociólogo. la visión conservadora con
que se contempla el Derecho.- resulta curiosa
tal comprobación cuando la misma se pro-
duce respecto de los que, ni por ideología
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caciones prácticas condicionado por la
concepción que se tenga a la sociedad,
del Estado o de la vida en general, pero
no dejará, de ser pieza esencial para la
consagración y consolidación de las con-
quistas o iniciativas que tal concepción,
para cualquiera de los campos, pueda
tener. Por eso el jurista hoy en la URSS
tiene su papel, que no es el puramente
superestructural que pretendía ser al
principio, y como tal, fácilmente elimi-
nable, como toda construcción superes-
tructural y, por ende, artificiosa y arti-
ficial. De su misión dentro de una so-
ciedad socialista ninguna palabra más
completa que las relativas al jurista
en el libro:

-En Rusia, desde 1864 hasta 1906
los juristas fueron los únicos que
pudiesen criticar a la Administra-
ción del Gobierno... El abogado como
abogado defensor podía permanecer
en los tribunales...; evidenciar que
las pruebas y los testigos de la acu-
sación eran" falsos; esta contradic-
ción de la autoridad oficial era algo
que difícilmente se podía probar en
Rusia, a no ser en los tribunales de
justicia... En consecuencia, la pro-
tección del jurista parece un poco
sospechosa para las autoridades so-
viéticas después de la revolución.
Admitían que habían realizado una
labor sumamente útil defendiendo a
los revolucionarios acusados ante los
tribunales zaristas, pero su actitud
se valoraba como burguesa y liberal,
antes que revolucionaria y comunis-
ta; se vio que estaban interesados
excesivamente en lo individual y
muy poco con los intereses de ia
sociedad en su totalidad... En los úl-
timos veinte años esta situación ha
cambiado considerablemente...»

En resumen, una obra que nos dice
bastante sobre su tema, aunque no todo,

ni formación cultural, son marxistes. Sin em-
bargo, entre los estudiosos de las Ciencias
Sociales existe dicha generalizada y difusa
opinión, sin que sepamos cuáles son sus ra-
zones.

y que reafirma la confianza en el De-
recho de todos los que nunca han per-
dido su fe en él, cualesquiera que sean
las estructuras sociales y económicas en
que tanto aquél como ellos se mueven.

V. R. VÁZQUEZ DE PRADA

LóPEZ-NiETo Y MALLO, Francisco: La or-
denación legal de las asociaciones,
Ed. Bayer Hnos y Cía., Barcelona,
1974, 419 pp.

Es casi total en España el olvido por
parte del pensamiento jurídico de los
temas propios de la policía de la liber-
tad, en especial de lo referente a los
derechos de asociación y de reunión;
esta situación de falta de tratamiento
jurídico de los pomposamente llamados
derechos fundamentales es sorprenden-
te, más aún teniendo en cuenta que
este olvido no es de hoy ni de los
últimos decenios, sino que es constante
en la historia de nuestro pensamiento
jurídico, que ni con el advenimiento del
estado liberal pasó a prestarles la aten-
ción debida. Este hecho, sugerente por
lo demás, acerca del carácter de nues-
tra doctrina mayoritaria, deja a am-
plias capas de la población, las social-
mente menos favorecidas, sin apoyatura
doctrinal para el ejercicio de unos de-
rechos que, por no depender de consi-
deraciones económicas, les interesan de
manera especial. La preocupación por
el mantenimiento de esta situaci6n y la
necesidad de su pronta superación será
sentida de modo imperioso, supongo,
por aquellos que están en contacto con
esos sectores de la población, así como
por aquellos que se inquietan porque
la idea de justicia sea una realidad
cada día más perfecta entre nosotros.
Pues bien, el libro recensionado viene
a cubrir una pequeña parte de esta
necesidad; sus objetivos, que luego des-
cribiremos, son ciertamente limitados;
pero la importancia especial de la obra
se debe, además de al buen cumpli-
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miento de la finalidad prevista, al he-
cho mismo de estar presente en este
importante y casi desierto campo, en
el cual podrá servir de punto de refe-
rencia para futuros avances.

Ha querido el autor —como señala en
su prólogo— que este libro fuera «sim-
plemente un trabajo de carácter prác-
tico», «que sirviera de instrumento para
el ejercicio del derecho de asociación»;
por ello se renuncia desde el principio
a un planteamiento profundo de las
cuestiones generales básicas y se entra
de lleno en la descripción minuciosa de
la normativa jurídica reguladora de ese
derecho, así como a la exposición cíe
la interpretación que la Administración
da habitualmente a tal normativa. No
es esta perspectiva el aspecto menos
interesante de la obra-, el autor, técni-
co de Administración Civil del Estado,
conoce desde su puesto en el Gobierno
Civil de Barcelona el vivir diario de
la aplicación de la Ley de Asociaciones
y deja puntual constancia, en el trans-
curso de toda la obra, de los criterios
con que la Administración viene ac-
tuando en esta materia; ello da al lector
estudioso una visión de cuál es el dere-
cho que realmente se aplica en este
campo, y el dedicado al ejercicio prácti-
co, una guía difícil de superar. Señale-
mos, no obstante, que la deliberada
falta de insistencia en los planteamien-
tos generales, unido a lo limitado del
objeto —asociaciones, reguladas por la
Ley de Asociaciones—, dejacá, sin duda,
insatisfechos a muchos lectores, que ha-
brían deseado una exposición de mayor
alcance que se enfrentara con el dere-
cho asociativo de una manera global;
sin embargo, no escapa a nadie la mag-
nitud y dificultad actual de realizar tal
obra, dada la insuficiencia de estudios
sectoriales, que hoy se engrandecen no-
tablemente con este libro.

Como decíamos, son objeto de esta
obra únicamente las asociaciones some-
tidas a la Ley de 24 de diciembre de
1984, cuyo ámbito de aplicación material
es bien reducido, pues, aun siendo or-
denamiento general de las asociaciones.

tiene excepciones tan importantes, que
por si solas tienen mayor trascendencia
que el resto de asociaciones sometidas
a dicha Ley, tales como, entre otras, Ja
excepción que se hace de las asocia-
ciones del Movimiento, entre las que
se incluye el gran fenómeno actual de
las asociaciones deportivas, las asocia-
ciones sindicales, las religiosas, etc.
Todo ello conduce a que el objeto de
este libro sea mucho más concreto de
lo que, por su título, pudiera presu-
mirse.

La obra viene _dividida por su autor
en tres partes: la primera, dedicada al
examen de la normativa aplicable a
las asociaciones sometidas a la Ley de
24 de diciembre de 1964; la segunda
se compone de una serré de formularios
utilizables en esta materia, y la tercera
transcribe la legislación aplicable. La
parte primera, y obviamente la más
importante, delimita en primer lugar
las asociaciones a las que les es apli-
cable la legislación general y a las que
se dedica el libro-, estudia después, co-
mo fuentes del derecho de asociación,
esa misma legislación general, los es-
tatutos sociales y los acuerdos de la
asociación; trata después, por una par-
te, de los procedimientos de constitu-
ción, actuación, modificación y disolu-
ción de las asociaciones, y por otra, de
la competencia en la materia de los
órganos de la Administración, de los
órganos jurisdiccionales y de los de las
propias asociaciones, así como de las
obligaciones que para los particulares
nacen de la potestad de policía, que a
la Administración corresponde en mate-
ria de asociaciones. La estructura de
la obra viene adecuada, pues, a las
necesidades que en la vida real surgen
al ejercitar este derecho, y por ello su
lectura es especialmente recomendable
a los que, en el terreno de la práctica,
viven Ja problemática de la Ley de Aso-
ciaciones, para los cuales habrá de ser
éste un buen libro de guía y consulta.

J. NONELL
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MIGUEL GARCÍA, Pedro de: El interven-
cionismo y la empresa pública, Ed.
Insfituto de Estudios Administrativos,
Madrid, 1974, 610 pp.

La empresa pública constituye, sin
duda, el más agresivo y menos disimu-
lado de los recientes instrumentos con
que el intervencionismo estatal de nues-
tros días intenta vencer la resistencia
que aún le ofrecen los restos del dog-
matismo del laissez-faire individualista,
bajo cuya bandera militan, al lado de
fuerzas tan nobles como la libertad,
otras en absoluto justificables, como Irs
intereses egoístas y de privilegio.

Fortaleza de primera linea y sometida
al fuego de una doble dialéctica tanto
ofensiva como defensiva, la empresa
pública se debate en la zona más con-
flictiva de esa eterna lucha entre lo
privado y . lo público, pero al mismo
tiempo la más esperanzadora, por cuan-
to ese contacto, ahora bélico, es el
único que puede trocarse en el futuro
en una síntesis de paz y de equilibrio.

Su novedad e importancia, así como
su situación en una encrucijada inter-
disciplinar, ha despertado en la actua-
lidad la curiosidad y atención de estu-
diosos pertenecientes a distintas ramas
del saber, surgiendo así una abundante
literatura, la cual, si bien tiene el in-
dudable mérito de contribuir con esa
multiplicidad de enfoques a sacar a
la luz su compleja dimensión, no hay
que olvidar que, debido a su sectoria-
lización, atomización y a menudo con-
tradictorios resultados, ofrece al estu-
dioso que se acerca al tema un pano-
rama desalentador de incógnitas y de
incertidumbres.

Por eso no puede por menos de ser
bien venido oí reciente libro de Pedro
DE MIGUEL GARCÍA El intervencionismo y

la empresa pública, que ataca de fren-
te ese enigmático mundo de la empresa
pública en toda su magnitud, ofrecien-
do así al lector una obra sistemática y

completa, capaz de trocar en reflexivo
lo que no era nada más que algo intui-
tivo.

El tratamiento, sin desdeñar los aspec-
tos multidisciplinares, es básicamente
jurídico, primero porque jurista es su
autor, y segundo porque es al Derecho
al que corresponde dar solución a los
problemas de organización, actividad y
control, que siguen aún demandando
en todos los países una respuesta ade-
cuada.

El enfoque, como no podía ser de otra
manera, parte de un estudio preliminar
sobre lo privado y lo público, auténtico
telón de fondo que pone de relieve la
raíz íntima de toda la temática y se
centra en su marco específico, el inter-
vencionismo, temporal y espacialmente
considerado.

La tarea es ardua y arriesgada, dado
lo inconmensurable de la misma; pero
con hábil maestría, evitando el riesgo
de perderse por vías secundarias, con-
duce al lector por el camino de la His-
toria hasta desembocar en el siglo xx,
en cuyo momento, sin duda el más in-
teresante no sólo por su proximidad,
sino también por ser cuando la empresa
pública despliega toda su virtualidad,
el estudio del intervencionismo se ato-
miza geográficamente al centrarse de
forma individualizada en 13 países tan-
to occidentales como del bloque socialis-
ta. El marco se completa con un análisis
mucho más pormenorizado del interven-
cionismo en España, que recorre todos
los sectores de la producción, ofrecien-
do así una visión panorámica absoluta-
mente necesaria para comprender la au-
téntica dimensión operativa de la em-
presa pública.

La segunda parte aborda el estudio
sistemático de la empresa pública on
sus cuatro aspectos fundamentales: de-
limitación conceptual, formas jurídicas,
régimen normativo y control.

El concepto, uno de los temas mas
conflictivos que se ha planteado la doc-
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trina, se asienta aquí sobre tres notas:
presencia de la Administración, indivi-
dualidad y realización de una actividad
económica. La presencia de la Admi-
nistración debe suponer un poder efec-
tivo de dirección, pudiendo encontrar
éste su título legitimador ya en la pro-
piedad, ya en la autoridad. La indivi-
dualidad presupone una autonomía que
se apoya en la personalidad jurídica
como soporte más idóneo. La realiza-
ción de una actividad económica, final-
mente, acota el campo operacional sobre
el que la empresa pública puede actuar.
Toda la problemática que plantea la
precisión de estas notas es abordada con
la meticulosidad que exige el partir de
bases lo más ciertas posibles. Para ello
se apura al máximo la disección de los
conceptos.

El estudio de las formas jurídicas en
que puede cristalizar esa realidad eco-
nómica, que es la empresa pública, se
plantea desde el análisis de las formas
actualmente existentes y su crítica. Des-
de el primer punto de vista, y conse-
cuente con las notas anteriormente in-
dicadas, sólo pueden tener, aquella con-
sideración dentro de las formas priva-
das las «empresas nacionales» en lo es-
tatal, y las «sociedades privadas» y «em-
presas mixtas» en lo local, y dentro de
las formas públicas, los «organismos
autónomos» y las «fundaciones públicas-
por lo que se refiere a la Administra-
ción estatal y local, respectivamente.
Desde el segundo punto de vista, se
pone de relieve la inidoneidad de tales
formas para el adecuado cumplimiento
de los fines que tienen asignados y se
concluye por afirmar la necesidad üe
articular una nueva forma en cierto
modo equidistante de la empresa nacio-
nal y del organismo autónomo, algo
similar a lo que en la práctica viene
a ser el llamado ente público atípico,
pero institucionalizado. Se trata, en de-
finitiva, de encontrar la forma adminis-
trativa de la sociedad privada, o si fe
prefiere más concretamente, de admi-

nistrativizar la sociedad anónima en un
proceso análogo al operado con el con-
trato del Derecho civil cuando devino
contrato administrativo, o a tantas otras
instituciones privadas que se han pu-
blicado.

El régimen normativo contempla toda
la temática relativa a los bienes, el per-
sonal y la actividad, ofreciendo un com-
pleto panorama de problemas y solucio-
nes. Es aquí donde el Derecho despliega
toda su virtualidad sustantiva al regu-
lar autonómicamente todo un sector par-
ticularizado por el carácter predominan-
temente público, desde el punto de vista
subjetivo, y privado desde el objetivo.
La relación entre este sector y el esta-
tal o local, en su caso, adquiere aquí
todo su relieve.

Por último, se estudia el control en
sus diversas manifestaciones —adminis-
trativo (técnico, financiero y contable),
legislativo y judicial— como imperati-
vo impuesto por el buen cuidado de las
cosas públicas y por la necesidad de
proteger los legítimos derechos del in-
dividuo frente a posibles conductas pú-
blicas ilícitas, al mismo tiempo que se
contemplan los peligros que para la
eficacia de la gestión —fin también pú-
blico— pueden derivarse de su uso abu-
sivo.

El libro se completa con una biblio-
grafía de 3.000 obras, que, por su ex-
tensión y carácter universal, constitu-
yen una valiosísima fuente de documen-
tación para el estudioso preocupado por
el tema de la empresa pública.

En resumen, nos encontramos ante
una obra en la que se hermanan la
exposición del manual y la investiga-
ción del ensayo, de extraordinaria uti-
lidad no sólo para quien sienta cual-
quier tipo de preocupación por el tema,
sino incluso para el propio legislador,
en particular para el nuestro, que, como
es sabido, ha emplazado a la Adminis-
tración en la Ley de Plan de Desarrpilo
Económico y Social (texto refundido de
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15 de junio de 1972) para que en el
término de dos años lleve a cabo el
correspondiente proyecto de Ley de Em-
presas Públicas.

Francisco GONZÁLEZ NAVARRO

RUBIALES TOBBEJÓN Amparo: La región:
historia y actualidad, Instituto García
Oviedo, Universidad de Sevilla, 1973,
«O pp.

1. Quizá en pocos momentos de la
historia de la ciencia jurídica se ha
insistido como en el actual en la insu-
ficiencia del conocimiento puro de la
norma, de las Instituciones. Se está de
acuerdo en que no es posible el enten-
dimiento de la situación presente sin
la perspectiva histórica, en que no se
puede construir el futuro sin utilizar
las enseñanzas del pasado.

Nos movemos, pues, con planteamien-
tos causalistas. Se busca el origen de
las instituciones en acontecimientos eco-
nómicos, en relaciones internacionales,
movimientos ideológicos... Es un enca-
denamiento de fenómenos que producen
el resultado a considerar.

No existe la aparición espontánea por
el mero producto del raciocinio de un
cuerpo legislador, de, por ejemplo, una
Ley de Autopistas o del III Plan de Des-
arrollo. No se construyen hoy autopis-
tas porque deba ser asi, porque necesa-
riamente no podría ser otra cosa en el
año 1974. No hay ningún destino ine-
xorable.

La postura contraria, la del conoci-
miento del Derecho y sólo de él (lo
mismo podría decirse de la Física o de
la Historia?, era un reflejo del método
metaflsico de trabajo que se postulaba.
Del mismo modo que se estudiaba al
individuo aislado, se hacía esto con el
Derecho. Hoy se incardina al individuo
en la sociedad y se comprenden sus in-

cidencias recíprocas. Tampoco el De-
recho es un fenómeno que se explique
por sí mismo.

El título del libro que se comenta
toma ya partido por esta postura: La
región: historia y actualidad es la obra
escrita por Amparo RUBIALES- TORREJÓU
y que le sirvió de tesis doctoral.

La importancia que en el texto se
concede a 'la historia es grande. Más
de la mitad del trabajo (216 pp., de un
total de 381; el resto es un apéndice)
está dedicada a escribir el pasado de la
región, y la explicación de este volumen
es clara: la región no existe en España
en el momento actual. Se puede inves-
tigar el pasado y tratar de vislumbrai
el futuro. Nada más.

2. El primer objetivo de la autora
es demostrar el entronque de lo que
hoy llamamos regiones con los reinos
cristianos de la Reconquista. El elegir
una fecha de principio al escribir his-
toria es un elemento subjetivo, discuti-
ble pero no criticable. Quizá apuntaría
que el comenzar el estudio de las regio-
nes en el siglo VIH equivale a remon-
tarse al origen mismo de la historia de
España, y es, por tanto, una opción que
demuestra amplios conocimientos, pero
a la que debería prestársele menos im-
portancia cuantitativamente de la que
se le da. El sentimiento moderno de lo
que es una región nacerá cuando haya
un Estado que se superponga a ellas
y sobre todo cuando este Estado haga
sentir a los «regionales» su fuerza, cuan-
do los aglutine en una instancia supe-
rior y a la vez opresiva. Es por eso
que otras fechas subjetivamente elegi-
bles, como partida de la historia de la
región, podrían ser—fuera del inicio
del constitucionalismo en España y de
la recepción de las doctrinas centraü-
zadoras— la de los Decretos de nueva
planta o, incluso, respecto de Aragón,
las llamadas «alteraciones» cuando la
venida de Antonio PÉREZ a Zaragoza.

El pecado del idealismo, aunque sea
éste por omisión, es algo a evitar en la
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historia del regionalismo. Digo esto a
propósito de una frase del texto refe
rida a Aragón: «El poder real, si bien
es limitado en su esfera, tiene forzosa-
mente que respetar las autonomías fora-
les y particularistas de los diversos rei-
nos-, y se anota a esta frase que «la
fórmula para el juramento que tenían
que seguir los monarcas demuestra esta
afirmación; es: Nos, que valemos tanto
como vos, os hacemos nuestro Rey y
Señor con tal que guardéis nuestros
Fueros y Libertades, y si no., no» (l).
La simple lectura para el no iniciado
puede engañarle: parece que se presen-
ta un Aragón idílico, donde el rey está
limitado por una Constitución (Fueros y
Libertades) anterior a él, responsable
ante sus subditos y deponible por ellos.
Nada más contrario a la realidad. No
es el rey responsable ante nadie y ro
son todos los subditos quienes «valen
tanto como el rey». Es simplemente una
muestra de la potencia detentada por
la nobleza aragonesa (23.

El siglo xrx está tratado densamente
por Ja doctora RVBULES. Se pasa minu-
ciosa revista a todos los cuerpos y pro-
yectos legales en los que, de una u
otra forma, se divide el territorio. Está
perfectamente explicado el origen revo-
lucionario de la idea centralista y la
progresiva degradación conservadora.
Lógicamente al período de la primera

(1) La frase y la nota es la número 38; se
contienen en la página 30 del libro que se
comenta.

(2) Dentro de la mitificación de la tradi-
ción medieval y como critica a ella valgan
las palabras de Jesús DELGADO ECHEVERRÍA en
el número 52 de «Andalan»: -En esa mitifica-
ción los Fueros aparecen como constitución
política democrática y defensora de las liber-
tades del ciudadano, el Justicia como garante
de las libertades frente al poder real, y la
•libertad civil» como añoranza nostálgica de
aldea (en que el jefe de la casa se constituye
en señor independiente, idílicamente justo,
por encima de las arbitrarias imposiciones del
legislador parlamentario)*, concluyéndose que
•es claro que estos mitos no sirven do nada
para la construcción del futuro. El Derecho
público aragonés, el de nuestros fueros, bien
muerto está». (La cita pertenece a un articu-
lo titulado El Derecho Ioral en el regionalis-
mo aragonés.)

República es al que se presta más aten-
ción. Ello es porque en aquel momento
«ser republicano y federal era uno y
lo mismo-. En el proyecto de Constitu-
ción federal se llegan a enumerar hasta
las regiones españolas: 17. Es un pro-
yecto de «federalismo desde arriba». El
movimiento cantonal, sin embargo, es
el «federalismo desde abajo». En frase
de la autora: «Representan (los movi-
mientos cantonales) un intento popular
de la pequeña burguesía y del campe-
sinado principalmente, por salvar a toda
costa la República federal.»

Es la primer» ocasión perdida de acer-
car el individuo al gobierno de las cosas
que le están próximas.

La Restauración significa la culmina-
ción de un proceso de seis años, en el
que «la burguesía anda buscando la for-
ma de gobierno que mejor cuadre a sus
intereses, forma que hallará de manera
definitiva con la Restauración borbónica
del año 74». Esta afirmación es dema-
siado rotunda. La Restauración no ES
más que un compromiso entre la oli-
garquía a g r a r i a tradicional —con su
buen componente de la nobleza— y una
burguesía centralista por residencia a
inclinación. El hecho de que ae trata de
un compromiso, y como tal inestable,
lo prueban, respecto al régimen local,
la cantidad de proyectos en los que se
busca de una forma u otra una descen-
tralización, proyectos impulsados mu-
chos de ellos, directa o indirectamente,
por una burguesía periférica, que sola-
mente se siente solidaria del poder cen-
tral en medidas de orden público (re-
presión del movimiento obrero), pero
nunca en la estructuración económica
(polémica sobre el proteccionismo) o ad-
ministrativa (regionalismo catalán o
vasco). Más adelante hablaremos de
otra muestra del compromiso al tratar
de la Dictadura.

Hay un aspecto que se echa de menos
en el trabajo: la filiación política de
los hombres que presentan, durante la
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Restauración, los proyectos de reforma
del régimen local. Gustaría saber, aun-
que se adivina la respuesta, si el hecho
de pertenecer al partido liberal o al
conservador representaba una diversi-
dad de planteamientos en el tema d«s-
centralizador.

Otro punto en que se insiste especial-
mente es en el fenómeno de las Man-
comunidades, tratado con simpatía por
la autora, haciendo constar los resulta-
dos favorables del establecimiento d«
la Mancomunidad catalana. Dos obser-
vaciones en este punto: la primera. Id
carencia de unas estadísticas, datos eco-
nómicos sobre todo, que expliciten este
aserto. La segunda, la necesidad de en
este punto olvidarse de la exposición
cronológica que se ha seguido a lo lar-
go de todo el trabajo para hacer una
comparación normativa, que podría ser
interesante entre las Mancomunidades
del Real Decreto de 18 de diciembre de
1913 y las del Estatuto Provincial de
1925. Es un problema metodológico la
elección entre el relato tradicional cro-
nológico y otro, que juzgo más desea-
ble, comparativo. Es evidente también
que no todo se puede comparar; sólo lo
que presenta caracteres semejantes;
pero aquí estamos ante un caso idóneo.
Al mismo tiempo, indirectamente, se
facilitarla para el lector la comprensión
de la evolución histórica con la simple
constatación de los diversos sistemas
políticos, que producen esas normas.

Como antes se había anunciado, al
llegar a la Dictadura de PRIMO DE RIVE-
RA nos encontramos con otra prueba
de la no consolidación de la burguesía
en la Restauración y posteriormente en
la Monarquía de Alfonso XIII. Esta os
el apoyo al marqués de Estella de :a
burguesía catalana en el golpe del 13
de septiembre. Como reacción a su mar-
ginación del poder político, es esa bur-
guesía, encarnada en la Lliga, quien, en
opinión de TUÑÓN DE LARA. «con todos
sus somatenes, acompañó en masa a

PBIMO DE RIVERA, creída que éste cum-
pliría lo establecido en un pacto mons-
truoso: contra el entierro del expedien-
te Picasso (se tcata de la cuestión de
las responsabilidades por los desastres
de la guerra de Marruecos), participa-
ción de la Lliga en el poder y para los
del montón una «razonable» autonomía
catalana, cuyos perfiles eran de puño
y letra del propio general» (3). Y con-
cluye el historiador: «Nada de ello iba
a cumplirse.»

Es en la II República cuando, por lo
menos en los dos primeros años, des-
aparecen del Poder los representantes
de las antiguas clases dominantes, cuan-
do las viejas burguesías conservadoras
regionalistas se ven sobrepasadas por
los nuevos integrantes de un regiona-
lismo, que se manifiesta pequeño bur-
gués e incluso con apoyo obrero. Será
por tanto ahora, como lo demuestra la
autora, cuando el fenómeno regional se
platee más vivamente.

Se contienen en esta parte del libro
apreciaciones muy notables sobre la na-
turaleza de la mención «integral» que
en la Constitución se añade a la pala-
bra Estado, concluyéndose, por parte
de la doctora RUBIALES, que estamos
ante un Estado unitario descentralizado.

3. La segunda parte del libro es una
excursión por el derecho comparado,
estudiándose dos polos: la región polí-
tica italiana y la gubernativa francesa.
Quizá sea ésta una de las divisiones
mejor sintetizadas, y en la que más
acertadamente se expresan los condicio-
namientos políticos, económicos e histó-
ricos que rodean este tema.

En particular, la génesis dificultosa
de la región italiana está perfectamen-
te explicada. La dualidad Derecho (cons-
titución de 1947) y realidad (comienzo
casi en nuestros días del funcionamien-
to de la región) nos. ilustra sobre la

(3) Manuel TUÑÓN DE LABA: La España del
siglo XX. Librería Española, 1973, p. 121.
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carga política que un tema como el de
la región lleva en sí. (Frente a tantos
proyectos de nuestro siglo xrs, en que
se trata formalmente de separar la po-
lítica de la Administración: Es otra
muestra de la concepción metafísica
del mundo a que al principio me refe-
rí.) La autora afirma, en particular en
la página 325, que: «La descentraliza-
ción es una clara opción política, cuya
realización requiere una transformación
profunda del sistema político sobre el
que se haría, transformación que debe
ir encaminada a garantizar la demo-
cracia integral.»

4. Por fin, en la tercera parte, se
llega al plano del planteamiento regio-
nal en la España actual. Se estudian
ejemplos de lo que se llamó provlncia-
lización del régimen local, así como de
la posterior estatización.

Se presta la justa atención a un fe-
nómeno que, irremediablemente, hará
cambiar la concepción de nuestro régi-
men local; se trata de la política del
desarrollo. Son analizados críticamente
los planes, las insuficiencias que hasta
ahora presentan en el ámbito regional.
(El hecho de que el III Plan de Des-
arrollo acuda a unas fórmulas tan vie-
jas en nuestra legislación, como son las
mancomunidades interprovinciales, sin
fijarse, por lo menos, en el ejemplo
francés de región, prueba esa insufi-
ciencia.)

En las conclusiones se diferencian cla-
ramente las tres concepciones de la re-
gión: gubernativa, como ente local y
política. En particular es interesante la
definición que se da de región política.
Son «entes locales con autonomía cuan-
titativamente superior a las propiamen-
te así denominadas, por cuanto dicha
autonomía les viene expresamente re-
conocida en el texto fundamental del
ordenamiento jurídico que los crea, el
cual, además de determinar normal-
mente el número de las mismas y el
procedimiento de su . constitución, les

otorga autonomía administrativa y le-
gislativa, no de segundo grado, como
tienen la totalidad de los entes locales
ordinarios, sino también potestad legis-
lativa normal, aun cuando tal potestad
quede sometida a límites mayores que
los que sujetan a las leyes del Estado
nacional...>.

Se llama la atención sobre el enfo-
que pluridisciplinar que hoy debe te'
ner el fenómeno regional. En la forma-
ción de las regiones deben entender
elementos tales como sociólogos, eco-
nomistas, urbanistas, geógrafos... Esta
es una afirmación elemental y al mis-
mo tiempo muchas veces pasada por
alto. El olvido de los sociólogos, cuya
misión sería «detectar la existencia de
comportamientos uniformes, de concien-
cias regionales y de comunidades cul-
turales», podría hacer unir a hombres
que no lo están. (No olvidemos que
el llamado principio de las nacionali-
dades, que ya cumplió en el pasado
con su misión, puede tener derivacio-
nes incluso no pensadas, pero de iden-
tidad sustancial con la problemática en
que surgió.) Se estarla violentando la
libertad de algunos individuos coloca-
dos en un medio social, y tratados como
parte de tal, que no es el suyo. En la
interrelación que Sebastián MARTÍN-RE-
TOBTILLO hace de autonomías locales y li-
bertad personal, fallarla un término (4).

Plantea, por último, la autora, las po-
sibilidades de una regionalización en
España, y con palabras precisas afirma
algo fácilmente suscribible: «Para esta-
blecer una demarcación regional, como
entidad local con vida propia, se re-

(4) Sebastián MARTÍN-ROTOBTILLO, en la in-
troducción a la obra colectiva Descentraliza-
ción administrativa y organización política.
Alfaguara, 1973, dice en las páginas LXII1
y LXIV: .Autonomías locales por una parte,
libertad personal por otra, son, en definitiva,
términos que están sustancialmente unidos.
Que no puede haber libertad personal sin
una efectiva participación en el gobierno de
lo más próximo e inmediato, y por mucho que
digan las leyes, tampoco puede haber auto-
nomía local si no hay libertad personal.»
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[ueriría un importante cambio en la
¡structura político-económica del país,
' una amplia democratización; mientras
isto no ocurra, las fórmulas posibles
le regionalismo serán otras, y dentro
le estas otras ni siquiera se prevé que
;e acuda a la mas generalizada, la de
rear una región gubernativa general;
ñas, probablemente, a lo máximo que
re llegará, si acaso, será a permitir la
isociación interprovincial para algunos
:oncretos y limitados servicios. Y esto

está muy lejos de un verdadero otorga-
miento de carta de naturaleza a la re-
gión* (5).

Antonio EMBID IRUJO

(5) Corresponde la cita a las palabras fina-
les del texto. A continuación el libro contiene
un apéndice con siete documentos, entre ellos:
•España dividida en provincia e intenden-
cias-, relación hecha por orden de FIORIDA-
BLANCA en 22 de marzo de 1875; el «Mapa pre-
fectural de España-, Decreto de José 1 de
17 de abril de 1810; los Proyectos de Ley ela-
borados por MORET, SILVEL», etc.
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A cargo de R. BAÑÓN MARTÍNEZ, J. L. GA-
RRO y A. MARTÍN DÍEZ-QUIJADA

ACTOS ADMINISTRATIVOS

ALVAREZ-GENDÍN BIANCO, S.: La revisión
por. las corporaciones focóles de los
actos administrativos, susceptibles de
nulidad que hayan adoptado, REVL,
183/74, pp. 455-460.

Examina la cuestión desde la doble
perspectiva jurídica y política, referida
esta última a si debe incorporarse a la
Ley de Régimen Local en las Cortes un
procedimiento declarativo de la nulidad
de los actos de estas corporaciones.

ADMINISTRACIÓN LOCAL

CARRASCO BEUNCHÓN, J.: El factor huma-
no en la Administración, ¡ocal, REVL,
183/74, p. 409.

Estudia el autor, desde la perspectiva
de su protagonismo de la acción admi-
nistrativa local, los tres grupos huma-
nos que distingue: los políticos, los fun-
cionarios y los administrados.

ASISTENCIA SOCIAL

AZNAR LÓPEZ, M.: La acción administra-
tiva en favor de los minusválútos, DA,
160/74, pp. 69-97.

Tras definir quiénes se entienden por
minusválidos, se ocupa de las acciones
administrativas ejercidas en su protec-

ción, finalizando con una apreciación
acerca del futuro de esta acción.

BUROCRACIA

BODIGUEL, J.-L.: Sociologie des eleves de
l'Ecole nationale d'administration,
RICA, 3/74, pp. 230-244.

Con abundantes datos estadísticos, el
autor se ocupa de los orígenes geográfi-
cos e intelectuales de los alumnos de la
ENA, concluyendo que se esta operando
una democratización, pero al revés, a la
vista de estos orígenes.

BUCHANAN II, Bruce: Government Mana-
gers, Business Executives, and Organi-
zational Commitment, PAR 4/74, 339-47.

En el trabajo se estudia el viejo tema
de las diferentes actitudes que tienen
los administradores públicos y los ge-
rentes de las empresas privadas hacia
la organización en que están insertos.
El autor intenta explicar las diferencias
combinando elementos de análisis pro-
venientes de la psicología social y una
observación de la realidad organizativa
del sector público y privado. Los admi-
nistradores de negocios privados adop-
tan actitudes más favorables a su or-
ganización que los del sector público,
pero ello no es inmutable, y el profesor
BUCHANAN propone dos principios correc-
tivos y de comprensión de la situación
actual.

* Al final de esta sección {¡gura la tabla de abreviaturas correspondientes a las revistas
que se reseñan.
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VILLAR PALASÍ, J. L.: Diez años de refor-
ma de la Función Pública, DA, 160/74,
pp. 7-23.

Los antecedentes de la Ley de Funcio-
narios de 1963 sirven de pórtico para el
análisis del desfase existente entre las
aspiraciones y propósitos de la norma y
su plasmación práctica en el ámbito de
la Función Pública española, estimando
que se trata de una ley no utilizada en
toda su virtualidad.

DEFENSA NACIONAL

VERGOTTINI, G. DE: La modificazione
de lie competente CQStituzionali in tema
di difesa, RTDP, 1974, 2, pp. 409-450.

Extenso análisis de las normas cons-
titucionales italianas en materia de de-
fensa; se hace especial referencia a las
modificaciones que sobre las mismas ha
operado el. funcionamiento de la OTAN.

DESCENTRALIZACIÓN

UNRUH, G. CH. voN; • Deszentralisation
der Verwaltung des demokratischen
Rechtsstaates nach dem Grundgesetz,
DóV, septiembre, 1974, n. 19, pp. 649-
656.

Un nuevo análisis del significado de
la autonomía municipal lart. 28, 2.", GG)
y su relación con el concepto de Estado
de Derecho democrático.

EXPROPIACIÓN FORZOSA

BARRERO GONZÁLEZ, E.-. La toma, de pose-
sión del objeto con anterioridad a la
firmeza del acuerdo del Jurado Pro-
vincial de Expropiación, REVL, 183/74,
pp. 483-491.

Estima que este tema no está resuelto
con claridad y que la jurisprudencia se
ha pronunciado en alguna ocasión por
la falta de ejecutividad de este acuerdo,
por lo que entiende que esta cuestión
debiera ser aclarada de manera inequí-
voca.

CERULLI IRELLI: Espropiazioni per pub-
blico interesse: problemi di determj.no.-
zione delta disciplina vigente, RTDP,
1974, 2, 534-580.

Detenido examen de la legislación ita-
liana vigente en materia de expropia-
ción forzosa, en el que se intenta de-
terminar sobre todo la potestad expro-
piatoria de las regiones.

LÓPEZ MEIRELLES, H.: Desapropiacáo para
Urbanizacáo, RDA, 116/74, pp. 1-15.

Al examen concreto del tema prece-
de una exposición del Derecho positivo
brasileño del urbanismo. Examina la ju-
risprudencia a continuación en relación
con la expropiación con fines urbanís-
ticos.

FUNCIONARIOS

CARREÑO AYARZA, J. : Estructura de la Ad-
ministración. Pública, DA, 160/74, 25-68.

Con abundancia de tablas de datos
numéricos, el autor examina el sistema
de Cuerpos de los funcionarios españo-
les, comenzando con una exposición de
las tendencias internas de éstos en cuan-
to a su eficiencia corporativa.

PARADA VÁZQUEZ, J. R.-. La sindicación
de los funcionarios públicos, RA,
181/74, pp. 7-16.

.Examina la situación normativa de
este derecho en España tras constatar
una ausencia general de la admisión de
este derecho, que contrasta más con
ciertas posibilidades que tienen algunos
Cuerpos de asociarse y aún de estar re-
presentados corporativamente en las
Cortes.

HISTORIA DE LA ADMINISTRACIÓN

THUIU.IER, G., y TULARD, J.: Pour une
histoire des directeurs de ministére en
France au XIX' et au débaut da XX'

.Siécle, RICA, 3/74, pp. 227-229.

Estudia la actuación de estos altos
funcionarios que representan al más
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alto nivel del Ministerio el elemento
permanente, en contraposición a los mi-
nistros que cambian con las vicisitudes
políticas.

INFORMÁTICA

LENK, K.: Automation und Verwaltung-
sentscheidung, DVBL, septiembre 1974,
núm. 21, pp. 832-836.

.. Un nuevo estudio sobre la aplicación
de la informática a las decisiones admi-
nistrativas.

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

CORTÉS DOMÍNGUEZ, V.: Algunas notas
. sobre el proceso contencioso-adminis-

trativo, DRP, 2/74, pp. 271-325.

Se ocupa en este proceso de la parte
formal y material, de la ausencia del Mi-
nisterio fiscal, de la vigencia del princi-
pio dispositivo, de la aportación de la
parte y de la ejecución de la sentencia.

MERUSI, F.: Sull'equitá della pubblica,
amministrazione e del giudice ammi-
nistrativo, RTDP, 2, 1974, pp. 359-374.

Se analiza el distinto significado- que
li equidad tiene para la Administración
y para el juez administrativo, muy li-
mitado para la primera y muy impor-
tante .-para ;-eh segundo.

VOGEL, L.-. La reforme de la procédure
administrative suédoise, RICA, 3/74,
pp. 207-215.

Un examen general de los tribunales
administrativos suecos sirve de preám-
bulo para ocuparse de la reciente orga-
nización introducida por varias leyes de
1971 con el fin de reforzar la seguridad
jurídica de los administrados.

LIBERTADES PUBLICAS

PELLÓK. Ricardo: Lo metamorfosis del
•Ombudsman», DA, 161/74, pp. 17-80.

Constituye un examen de la evolu-
ción en el Derecho comparado de esta

institución desde sus orígenes suecos,
el cual concluye con unas apreciaciones
criticas. ' " . . • .

MEDIO AMBIENTE

FELDHAUS, G.: Konturen eines moder-
nen Unweltschutzes, DóV, septiembre
1974, núm. 18, pp. 613-618.

La República Federal de Alemania
está desarrollando una interesante le-
gislación de protección del medio am-
biente que se analiza en el presente ar-
tículo.

FOUQUET, Fierre: L'assainissemenf de
. I' aglomération parisienne, RA, 160/74,

pp. 379-383.

Desde la perspectiva histórica, se ocu-
pa de las que denomina las tres genera-
ciones de la descontaminación de las
aguas residuales de París, como preám-
bulo al examen del doble objetivo de
la eliminación de las aguas residuales
y de la purificación previa para evitar
la contaminación de los cursos plu-
viales.

NOTARIADO

GAULAND, A.: .Die Verstaatlichung der
Banken nach dem Grundgesetz. DoV,
septiembre. 1974, núm. 18, pp. 622-624.

Somero análisis de la compatibilidad
do una hipotética nacionalización de la
Banca —pretensión de los jóvenes so-
cialistas alemanes (Jusos1)— con el ar-
ticulado -de la Ley Fundamental.

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

ACKEB, Joan, y VAN HOUTEN, Donald R.:
Differential Recruitment and Control:
The Sex Structuring of Organlzations,
ASQ, 2/74, pp. 152-163.

Hasta ahora la investigación y teoría
du las organizaciones ha descuidado el
análisis de las diferencias de sexo en
relación con el comportamiento organi-
zativo. Diferenciación que consiste pri-
mordialmente en el tipo y orden' jerár-
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quico del puesto de trabajo, de tal forma
que los hombres ocupan puestos supe-
riores a las mujeres y no se prevé
que puedan estar subordinados a ellas.
Al estudiar las diferencias sexuales en
las organizaciones, éstas se explican
como biológicas, de actitudes ante el
trabajo, de capacidad de relación, etc.,
pero no se trata del posible papel del
sexo como condicionante en el recluta-
miento y los mecanismos de control
vinculados a él. La revisión de los es-
tudios de HAWTHORNE y CROZIER permite
a los autores afirmar que la diferencia-
ción sexual se debe a factores estruc-
turales de la organización que, junto a
las variables generales, permiten com-
prender mejor el fenómeno organiza-
tivo.

ALBERT S. KING: Expectation Effects in
Organizational Change, ASQ, 2/1974,
pp. 221-230.

Este artículo es consecuencia de un
experimento llevado a cabo por el au-
tor en cuatro plantas de la misma com-
pañía. A los gerentes de las diferentes
plantas se les proporciona unas me-
morias acerca de unos hallazgos ima-
ginarios obtenidos en programas de
ampliación y rotación de puestos de
trabajo. Convencidos de que estas in-
novaciones organizativas debían aumen-
tar la productividad, los gerentes logra-
ron un aumento de producción durante
el período del experimento. Ello implica
que, sin algún medio que permita con-
trolar sistemáticamente la medida de
los efectos de las expectativas, es im-
posible determinar si los resultados de
las innovaciones en la organización son
debidos a las mismas innovaciones o
están impulsados por las expectativas
de los gerentes, quienes impulsan el
cambio organizativo.

ALVAREZ Rico, M.: El control de la po-
testad organizatoria de ía Administra-
ción, DA, 161/74, pp. 81-104.

Tras unas ideas generales sobre este
control, aborda su régimen jurídico, con-

cluyendo con la apreciación de la exis-
tencia normativa de un vacío que exige
la urgente promulgación de una ley que
encauce esta potestad organizatoria.

PAUL E. WHITE: Resources as Determi-
nante oí Organizational Behavior,
ASQ, 3/74, septiembre 1974, 366-79.

Se contempla el papel del individuo
en la determinación de las actividades
organizativas. El comportamiento orga-
nizativo, tal como el consensus, los ob-
jetivos organizativos óptimos y la cohe-
sión interna, se explican en función de
los objetivos individuales y las limita-
ciones impuestas por la utilización de
recursos. El modelo basado en el estu-
dio de COLEMAN sobre toma colectiva de
decisiones, analiza el papel del individuo
en el proceso organizativo sin recurrir
al supuesto común de los objetivos com-
partidos u otras premisas psicológicas.
Considera el autor la estructura de la
organización como productora de re-
cursos más que como derivación de un
modelo burocrático ideal._ Ello es una
contemplación más prometedora que el
tratar de explicar el comportamiento
como desviación de las normas y obje-
tivos establecidos o inferidos.

PARLAMENTOS Y ASAMBLEAS
LEGISLATIVAS

ACHTERBERG, N.: Dos Parlament Im mo-
dernen Staat, DVBL, septiembre 1974,
núm. 18, pp. 693-707.

Un estudio interesante en el que el
autor investiga el papel que correspon-
de desarrollar al Parlamento en la so-
ciedad actual.

MANZELLA, A.: Le funzioni del Parlamen-
to in Italia, RTDP, 1974, 2, pp. 375-408.

El autor, partiendo de la profunda
semejanza existente en Italia entre la
Cámara de Diputados y el Senado, ana-
liza detenidamente las funciones que
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a ambos corresponde desarrollar: fun-
ción de orientación política, función le-
g-jslaíiva y función de control

PARTICIPACIÓN Y COLABORACIÓN
DE LOS ADMINISTRADOS

KNÓPFLE, F.-. Organisierte Einwirkungen
auf die Verwaltung, DVBL, septiem-
bre 1974, núm. 18, pp. 707-716.

El tema de la participación está sien-
do estudiado con detenimiento por la
doctrina alemana. El autor analiza des-
de una perspectiva más concreta el
grado de influencia que los grupos or-
ganizados pueden ejercer sobre la Ad-
ministración.

ye por atribuirle un carácter particular
respecto de las mismas.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

CORELLA MONEDERO, J. M.: La obligación
de la Administración de dictar resolu-
ción expresa. Posibilidad de reclama-
ción en Queja, REVL, 183/74, 461-82.

Se ocupa de la configuración socio-
lógica de la obligación de resolver, de
los remedios contra la inactividad de la
Administración ante las peticiones de
los administrados y de la posibilidad
de obligar a la Administración a re-
solverlas, mediante una sentencia de la
jurisdicción contencioso-administrativa.

PLANIFICACIÓN

HANSEN, Peter: Interorganizational Pro-
gramme Planning and Coordination,
RICA, 3/74, pp. 216-226.

Se ocupa primeramente de la peculiar
tarea coordinadora en la administración
de las Naciones Unidas y constata que
ha sido en la UNESCO donde se ha
introducido un sistema de consulta pre-
via que estudia con algún detalle.

HOPPE, W..- Zur Struktur von Normen
des Planungsrechts, DVBL, septiembre
1974, núm. 17, pp. 641-647.

El fenómeno de la planificación con-
lleva una especial estructura normativa
cuyos elementos esenciales intenta des-
cubrir el autor.

GUAITA, Aurelio: El procedimiento admi-
nistrativo en España, REVL, 183/74,
pp. 431-453.

Tras una breve exposición del procedi-
miento administrativo en la legislación
anglosajona, se ocupa de los anteceden-
tes de la ley reguladora española desde
fines del siglo xix y de esta última des-
de la perspectiva de su aplicación.

PUERTOS

KOOU.MAN, J. M. W.: The PQrt Authority
of Ne.w York and New Jersey, RICA,
3/74, pp. 254-272.

Presenta un ejemplo de evaluación de
las actividades de un organismo admi-
nistrativo, habiendo escogido para ello
a las autoridades de los puertos de Nue-
va York y de Nueva Jersey.

SCHRAMM TH.: Zum Stellenwert von Pla-
ñen in der Rechtsnormhierarchie am
Beispiel der Raumplanung, DVBL, sep-
tiembre 1974, núm. 17, pp. 647-651.

El autor, después de intentar una in-
serción del plan dentro de las catego-
rías normativas tradicionales (ley, re-
glamento, acto administrativo), conclu-

REFORMA ADMINISTRATIVA

BLANCO DE TELLA, L.: Aspectos de la re-
forma administrativa en Méjico, DA,
161/74, pp. 105-115.

Examina el manual de organización
del Gobierno Federal mexicano y el
prontuario de disposiciones jurídicas
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para las Secretarias y Departamentos de
Estado, formulando ciertas observacio-
nes críticas.

REGIÓN

BERTI, G.: Premesse e ipotesi sui com-
piti della Regione nel servizio sacíale
dello sport, RTDP, 1974, 2, pp. 600-624.

Se analiza el papel a desempeñar por
las nuevas regiones en el campo del
deporte.

SERVICIOS PÚBLICOS

OLIVEIRA FRANCO, M.: Modos e práticas
na Execufáo dos Servidos Públicos,
RDB, 116/74, pp. 16-32.

Aborda una amplia temática relativa
a la organización de los servicios pú-
blicos, de su coordinación nacional e
internacional, extrae conclusiones en re-
lación con la desconcentración y descen-
tralización de funciones administrativas.

TEORÍA DE LA DECISIÓN

BÍVERLY P. LYXCH: An Empirical Assess-
ment of Perrow's Technology Cons-
truí, ASQ, 3/74, pp. 338-356.

Las actuales investigaciones acerca de
la influencia de la tecnología en otras
variables organizativas es obligadamente
experimental, ya que existe un desacuer-
do sobre las limitaciones del modelo
de PERROW y la carencia de mediciones
fiables para la tecnología. El presen-
te trabajo proporciona un instrumen-
tal teórico de medición de tecnología
que podría utilizarse en estudios com-
parados y, asimismo, una escala de sie-
te elementos para medir la validez del
modelo tecnológico de PERROW. El es-
tudio es un primer paso en el proce-
so de comprensión de la estructura y
tecnología de las organizaciones para

comprobar la posible relación de varia-
bles. Trata dé establecer un vínculo en-
tre el modelo de PERROW y su campo em-
pírico de aplicación.

PFEFFER, Jeffrey, y SALANCIK, Gerald R.:
Organizationaí Decisión Making as a
Political Process: The. Case of a Uni-
versity Budget, ASQ, 2/74, pp. 135-151.

Se analiza el poder de las subunidades
de un conjunto para condicionar la asig-
nación presupuestaria de recursos, es-
tudiando la relación entre el poder de
los departamentos universitarios y su
partida presupuestaria. Los resultados
hacen pensar que la medida de poder
del departamento se deriva de la pro-
porción del presupuesto que recibe, in-
cluso después de haber controlado es-
tadísticamente las tareas que desarrolla
y el número de profesores. Cuando más
poderoso es un departamento, menor es
la relación existente entre la asignación
de recursos y el volumen de trabajo que
realiza o la demanda de mayor número
de clases por parte de los estudiantes.

En consecuencia, los autores conclu-
yen que, en tanto las decisiones se basen
en la consideración del poder de las sub-
unidades, las teorías de las organizacio-
nes polarizadas en los objetivos óptimos
de la organización como un todo tendrán
una capacidad de predicción limitada.

URBANISMO

ROTHE, K.-H.: Gedanken über die Novel-
lierung des Bundesbaugeseízes. DVBL,
octubre 1974, núm. 19, pp. 737-744.

Se analiza el proyecto de ley de refor-
ma de la ley alemana de edificación pre-
santado por el Gobierno federal el 10
d-i mayo.de 1974. Interesante para cono-
cer la problemática urbanística de la
Alemania Federal.
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A = Ammínistrare.
ACFS = Anales de la Cátedra Francisco Suárez-Grarrada.
AJCL = The American Journal of Comparativo Law. .
AoR = Archiv des óffentlischen Bechts.
AS = Analise Social.
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POR EL INSTITUTO DE ESTUDIOS POLÍTICOS

UNIVERSIDAD Y POLÍTICA. TRADICIÓN Y SECULA-
RIZACIÓN EN EL SIGLO XIX

Por Andrés OLLERO TASSARA. Un volumen en rústica de 15x23 cm.
240 pp., edic. 1972, 250 ptas. Colección «Historia Política».

Son muy numerosos y cada vez más abundantes los estudios que
se realizan sobre nuestro siglo xn. Motivo de reflexión importante,
porque esa época descubre no sólo figuras del pasado que no han sido
apreciadas adecuadamente, sino que permite reconsiderar juicios de
valor que menospreciaron, sin la debida causa, dicha época.

Sobre dos preocupaciones que el autor resalta para el español de
hoy, esto es. el futuro de nuestra convivencia política y la función de
la Universidad, se ofrece aquí un estudio histórico dentro de la gran
policromía y complejidad ideológica qire caracteriza al siglo ziz. El
tema de la tradición y la secularización es analizado con gran acopio
de antecedentes y permite una investigación objetiva para puntualizar
polémicas doctrinales, educativas y políticas en las que la investiga-
ción no había penetrado aún bastante.

Se trata de un ensayo histórico que se hace hoy imprescindible
como antecedente para «1 estudio de los grandes temas de hoy.

LA LIBERTAD RELIGIOSA COMO DERECHO DE LA
PERSONA

Por el Padre Francisco DE PAULA VERA URBANO. Volumen en
rústica de 17,5 x 25 cm., 256 pp., edic. 1971, 225 ptas. Colección
«Biblioteca de Cuestiones Actuales».

Siguiendo el propósito del lema de esta colección «En el nivel del
tiempo», esla obra abre a la consideración del lector una cuestión in-
corporada como novedad en nuestra Legislación española. Los concep-
tos de «libertad religiosa» y «tolerancia», cobran su expresión estudiosa
en el contenido positivo, al tiempo que. el autor trata de hallar en
su estudio los fundamentos inconmovibles de este sagrado derecho
como una formulación práctica atendiendo a los condicionamientos
sociales que exige hoy el campo de la convivencia social. Sobre esta
problemática se estudia la parte doctrinal y el fundamento filosófico
jurídico del derecho a la libertad religiosa, para señalar después las
limitaciones de la libertad humana y las exigencias que puede plan-
tear por razones de orden público.



La obra queda actualizada para la consideración del estudioso en
la materia, con unos Apéndices en los que se recogen las declaraciones
que sobre este tema ha pronunciado el Concilio Vaticano II, el Con-
sejo Ecuménico de las Iglesias relativo a la libertad religiosa y una
mención especial y puesta al día de la Legislación española vigente
sobre esta materia.

TRATADO ELEMENTAL DE DERECHO DEL TRABAJO

Por MIGUEL HERNA1NZ MÁRQUEZ. 2 vol. en rústica de 16X24 cm.
11.a edición, 1972. Precio de los dos volúmenes 875 ptas. Colección
«Estudios de Trabajo y Previsión».

El éxito alcanzado ten las ya numerosas ediciones da esta obra ha
permitido el lanzamiento de esta 11.* edición en dos volúmenes para
su más fácil manejo. Edición que actualiza el tema del Derecho la-
boral, no sólo desde la parte general o doctrinal, sino desde la nor-
mativa de.1 derecho positivo vigente.

La clara exposición y ordenación de las distintas materias que toca
el autor hacen de ella no sólo una consulta obligada para el espe-
cialista de esta rama del Derecho, sino la facilidad de servir por su
total unidad a una función docente.

FORMACIÓN Y APLICACIÓN DEL DERECHO. ASPEC-
TOS ACTUALES

Por José María MARTIN OVIEDO. Un volumen en rústica de 15,5 x
X21 cm. 200 pp., edic. 1972, 200 ptas. Colección «Serie Jurídica-.

En palabras del propio autor, su trabajo pretende ofrecer un pa-
norama de las aportaciones doctrinales actuales a los procesos de for-
mación y aplicación del Derecho, que en el fondo son los que consti-
tuyen la dinámica jurídica de la sociedad moderna.

Es cierto que el Derecho no debe ser una «técnica de control social»,
pero no es menos cierto también que la vida jurídica no puede quedar
reducida a un mero «juicio emocional». El Derecho debe cumplir hoy
una función realista, su adaptación constante para luchar por la Jus-
ticia, ése es el tema del libro.

Desde una consideración de la doctrina clásica sobre la Formación
del Derecho, como un fenómeno general hasta el legalismo de las teo-
rías actuales, el autor analiza los problemas de la determinación de
la norma, la situación actual de la teoría y de la técnica de la inter-
pretación jurídica, la integración de la norma en el Derecho positivo
y el problema de las lagunas jurídicas, temas todos que resaltan la
consideración fundamental que merece hoy el estudio de este proceso
para una correcta aplicación de la Justicia.
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